
INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA
Y ENERGÍA, recaído en el proyecto de ley,
en  segundo  trámite  constitucional,  que
modifica  el  Estatuto  Orgánico  de  la
Corporación  Nacional  del  Cobre  de  Chile
(CODELCO) y las normas sobre disposición
de sus pertenencias mineras.

BOLETÍN N° 4.901-08
________________________________

HONORABLE SENADO:

Vuestra  Comisión  de  Minería  y  Energía,  tiene el
honor de informaros en general y en particular, acerca del proyecto de ley de
la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E.
la Presidenta de la República, de fecha 8 de marzo de 2007 y con urgencia
calificada de “suma”.

Se dio  cuenta de esta iniciativa ante la  Sala del
Honorable  Senado  en  sesión  celebrada  el  18  de  marzo  de  2009,
disponiéndose su  estudio  por  la  Comisión  de Minería  y  Energía  y  por  la
Comisión de Hacienda.

- - -

Se deja constancia que en la sesión 15ª, ordinaria,
de  fecha 6 de mayo de 2009, la Sala de la Corporación, a petición de la
Comisión,  autorizó  que  el  proyecto  de  ley  en  estudio  fuera  discutido  en
general y en particular.

- - -

QUÓRUM

Hacemos  presente  que  el  artículo  8°  C  que  se
incorpora en el número 5) del ARTÍCULO 1° del proyecto, debe ser aprobado
con  carácter  de  orgánico  constitucional,  pues  dice  relación  con  la
organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en conformidad a lo
dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Constitución Política
de la República.

- - -

También  se  deja  constancia  que  se  recibió  la
opinión de la Excelentísima Corte Suprema cuyo parecer fuera consultado
mediante oficio N° 7966, de 16 de marzo de 2009, de la Honorable Cámara



de Diputados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta
Fundamental. Asimismo, el Honorable Senado también consultó el parecer
de  la  Excelentísima  Corte  Suprema,  mediante  oficio  N°  185/SEC/09,  de
fecha 18 de marzo de 2009.

- - -

A las sesiones en las que se discutió el proyecto de
ley en informe, asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

Del  Ministerio  de  Minería:  el  Ministro,  señor
Santiago González; la Subsecretaria de Minería, señora Verónica Baraona;
el Fiscal, señor Jorge Gómez, y el Jefe de Gabinete, señor Luis Maturana.

En representación del Ministerio de Hacienda:  el
Ministro, señor Andrés Velasco;  el Director de Presupuestos, señor Alberto
Arenas; la Asesora Legislativa, señora Jacqueline Saintard; el Asesor Legal,
señor Matías Larraín; el  Asesor Legislativo, señor Rodrigo González, y el
Jefe de Gabinete, señor Juan Luis Monsalve.

De  la  Contraloría  General  de  la  República: el
Contralor General,  señor Ramiro Mendoza; la Contralora Regional, señora
Dorothy Pérez, y la Coordinadora  de ese ente fiscalizador con el Congreso
Nacional, señora Marcela Abarca.

De CODELCO: el Presidente Ejecutivo, señor José
Pablo Arellano, y el Director de Asuntos Públicos, señor Jorge Donoso.

De la Federación de Trabajadores del Cobre: el
Presidente,  señor  Raimundo  Espinoza;  el  Vicepresidente,  señor  Héctor
Roco; el Consejero Nacional, señor Guillermo Lemaitre, y el  asesor, señor
Raúl Álvarez.

De la Asociación Gremial Nacional de Supervisores
del  Cobre,  ANSCO: el  Presidente,  señor  Guido Acuña;  el  Vicepresidente,
señor Jaime Gutiérrez; el Secretario, señor Raúl Tapia, y el Director, señor
Jorge Candia.

De la Federación de Sindicatos de Supervisores y
Profesionales  de  CODELCO,  FESUC: el  Presidente,  señor  Fernando
Ahumada; el  Vicepresidente,  señor  Ricardo Calderón, y  el  Director,  señor
Andrés Santoni.

Asistió también el señor Juan Villarzú.
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Del Instituto Igualdad: el Director Ejecutivo, señor
Ernesto  Águila,  y  el  Consejero  Académico  de  dicha  entidad,  señor  Juan
Carlos Scapini.

Del  Instituto Libertad y Desarrollo:  el Director del
Programa de Justicia, señor Rodrigo Delaveau.

Del  Instituto  Libertad:  el  Asesor,  señor  Rafael
Aldunate.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

La  iniciativa  en  estudio  tiene  por  objeto
perfeccionar el régimen jurídico de administración de CODELCO y continuar
su proceso de modernización y de transparencia de la gestión.

- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.- 

a)  Decreto  ley  Nº  1.350,  de  1976,  que  crea  la
Corporación Nacional del Cobre de Chile.

b)  Ley  Nº  19.137,  que  establece  normas  sobre
pertenencias  mineras  de  CODELCO-CHILE,  que  no  forman  parte  de
yacimientos en actual explotación.

2.-  Antecedentes de hecho.- Señala el  Mensaje
que el contenido del proyecto de ley se divide en dos áreas. En primer lugar,
se introducen una serie de modificaciones al decreto ley Nº 1.350, de 1976,
que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, y en segundo lugar, se
modifica la ley Nº 19.137, que establece normas sobre pertenencias mineras
de  CODELCO-CHILE,  que  no  forman  parte  de  yacimientos  en  actual
explotación.

Respecto  de  las  modificaciones  al  Estatuto
Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre, destacan las siguientes:

- Sujeción de CODELCO a las normas que rigen a
las sociedades anónimas abiertas, a fin de garantizar una adecuada gestión
de  la  empresa,  pues  es  necesario  que  cuente  con  un  equipo  ejecutivo
altamente calificado, profesional y autónomo, con reglas de comportamiento
claramente identificadas en cuanto a atribuciones y responsabilidades.
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Asimismo,  señala  el  Ejecutivo  que  resulta
indispensable que dicha gestión y las actividades de la empresa se sometan
a controles externos eficaces, para lo cual se requiere, a su turno, que se
garantice  el  acceso  a  la  información  relevante  de  la  compañía,  a  fin  de
facilitar la labor fiscalizadora.

Por lo anterior,  el  proyecto de ley propone hacer
aplicable a CODELCO, en lo que no se encuentre previsto en la ley que lo
regula y en sus Estatutos, y en tanto no se oponga y sea compatible con
tales normas, la normativa que rige para las sociedades anónimas abiertas.
En  síntesis,  lo  que  se  busca  es  hacer  aplicable  a  CODELCO  y  a  sus
ejecutivos  y  directores,  según  corresponda,  las  normas  que  al  efecto  se
establecen  en  materia  de  transacciones  con  partes  relacionadas;
responsabilidades,  prohibiciones,  funcionamiento,  deberes  y  derechos  del
directorio  y  del  gerente  general;  entrega  de  información;  confección  de
balances y estados financieros, los que por remisión a las normas de las
sociedades  anónimas  abiertas,  deberán  ser  auditados  por  auditores
independientes  y  externos;  y  someterla  por  ley  a  la  fiscalización  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros.

- El Gobierno expresa que la iniciativa reconoce en
la ley algo que ya ocurre en los hechos. En este sentido, el proyecto viene a
plasmar,  en  la  ley  orgánica  de  la  empresa,  una  situación  en  la  que
CODELCO se encuentra en los hechos desde el año 2002, toda vez que con
ocasión de la emisión de deuda (bonos) que realizó en dicho año,  debió
inscribirse, como emisor, en el Registro de Valores establecido en la ley Nº
18.045,  que tiene a su  cargo la  Superintendencia  de Valores  y  Seguros,
sujetándose a la fiscalización que realiza esta entidad.

Como consecuencia de lo anterior, la empresa se
encuentra en la actualidad obligada a entregar a dicho organismo regulador
toda la información pertinente a la que se refiere la ley Nº 18.046,  sobre
Sociedades Anónimas y la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, junto
con todo otro antecedente que sea requerido de conformidad a la normativa
emitida por dicha Superintendencia. Desde el mencionado año, y dada la
exitosa respuesta del mercado y las excelentes clasificaciones recibidas de
parte de las entidades clasificadoras de riesgo, CODELCO ha continuado
emitiendo deuda, tanto en el mercado nacional como en el extranjero.

El Mensaje indica que la más reciente colocación
de  deuda  en  el  mercado  nacional  se  efectuó  en  el  año  2005.  Dicha
colocación de deuda de largo plazo, obliga a CODELCO por todo el periodo
en el que mantenga deuda vigente por dicho concepto a cumplir con todas
las normas antes referidas.
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Agrega  el  Ejecutivo  que  sujetar  por  ley  a
CODELCO a las normas que rigen para las sociedades anónimas abiertas,
implica que dicha empresa deberá permanecer por ley inscrita en el Registro
de Valores que lleva a su cargo la Superintendencia de Valores y Seguros,
cumpliendo,  en  consecuencia,  con  todas  las  normas  de  entrega  de
información,  independientemente  de  si  mantiene  o  no  vigente  la  deuda
emitida.

De esta forma, el proyecto propone consagrar, con
rango legal, una obligación a la que CODELCO se encuentra sujeta desde
hace ya varios años.

La modernización normativa propuesta no altera el
régimen de propiedad de CODELCO.  Las modificaciones antes  referidas,
junto  con  las  que  se  enuncian  a  continuación,  tienen  por  finalidad  que
CODELCO, empresa pública de propiedad exclusiva del Estado, realice sus
actividades  bajo  un  marco  normativo  moderno,  que  otorgue  todos  los
resguardos necesarios, sometiéndola a los mismos controles a los que están
sujetas  las  empresas  del  caso  en  las  que  participan  capitales  privados,
haciendo  acorde  la  normativa  aplicable  a  CODELCO  con  las  mejores
prácticas de gobierno corporativo existentes a nivel internacional.

En  consecuencia,  agrega  el  Mensaje,  y
considerando que los referidos objetivos pueden lograrse sin necesidad de
incorporar a privados en la propiedad de la empresa, el proyecto de ley no
cuestiona ni pretende abrir un debate en torno a la propiedad exclusiva que
el Estado mantiene sobre CODELCO.

-  Modernización  del  Gobierno  Corporativo  de
CODELCO. En el ámbito de la modernización institucional y de su gobierno
corporativo, y sin perjuicio de lo ya expuesto, el  presente proyecto de ley
propone  introducir,  en  concreto,  diversas  modificaciones  a  las  normas
relativas al directorio y a la figura del Presidente Ejecutivo de CODELCO.

a) Directorio con las mismas atribuciones y deberes
previstos para las sociedades anónimas.

En este sentido, y en primer término, se propone
que el  directorio  cuente con las mismas facultades y atribuciones que se
establecen  para  dicho  órgano  en  la  ley  Nº  18.046,  sobre  sociedades
anónimas.  Como  contrapartida,  se  dispone  expresamente  que  éste  deba
soportar  las  mismas  responsabilidades  y  deberes,  que  al  efecto  se
establecen en dicha ley.

b) Delimitación de potestades entre el directorio y
el Presidente Ejecutivo.
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En  segundo  lugar,  y  a  fin  de  hacer  plenamente
aplicable al directorio de CODELCO la normativa antes referida, se establece
claramente que es exclusivamente a este organismo al que le compete la
administración de la empresa, sin perjuicio de las facultades y atribuciones
que éste pueda delegar en el Presidente Ejecutivo.

En la actualidad, la legislación pertinente establece
una figura de co-administración de CODELCO, en la que ésta es compartida
entre el Presidente Ejecutivo y el directorio de la empresa.

Lo  anterior  no  sólo  restringe  las  facultades  y
atribuciones  de  éste  órgano,  sino  que  en  ocasiones  se  presta  para
equívocos, además de tratarse de una práctica obsoleta.

En  este  sentido,  resulta  necesario  distinguir
claramente las atribuciones de uno y otro. Lo anterior es posible de conseguir
asimilando  el  sistema administrativo  de  la  empresa  al  de  las  sociedades
anónimas abiertas, en el cual es el directorio el encargado de administrar la
empresa,  correspondiéndole  a  éste  determinar  las  funciones  del  gerente
general.

c) Directores independientes.

Por otra parte, y a fin de prever y evitar que tanto el
nombramiento como la remoción de los directores dependan exclusivamente
del ciclo político, se introduce la figura de los directores independientes. En
este sentido, el Mensaje propone que dos de los siete1 directores de Codelco
sean designados por el Presidente de la República de una nómina propuesta
por cuatro quintos de los miembros del Consejo de Alta Dirección Pública,
asegurando de esta manera que la elección de los integrantes de dichas
nóminas se efectúe considerando la opinión de todos los sectores.

Además,  se  establece  que  los  directores  así
designados  deberán  integrar  el  comité  de  directores  a  que  se  refiere  el
artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, figura que se hace aplicable a Codelco.
Conforme a lo establecido en la referida ley, las principales tareas de este
órgano consisten en apoyar al directorio en el mejoramiento continuo de los
controles internos; revisar los informes de auditores externos;  proponer el
nombramiento  de  éstos;  y  ejercer  un  control  ex  ante  sobre  las  posibles
operaciones  a  realizarse  con  partes  relacionadas.  En  la  misma línea,  se
propone, además, que los miembros del directorio se renueven parcialmente,
en  periodos  alternados  y  sucesivos.  Por  su  parte,  se  explicitan  las
incompatibilidades  e  inhabilidades  del  cargo,  junto  con  las  causales  de
cesación en el mismo.

1 La Cámara de Diputados amplio el número de directores a nueve, cuatro de ellos independientes.
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d) Nombramiento y duración de directores.

En cuanto al mecanismo de nombramiento de los
restantes directores de la empresa, se propone que cuatro de éstos sean
nombrados  directamente  por  el  Presidente  de  la  República  y,  el  director
restante, por votación de los trabajadores de la empresa. 

En lo que se refiere a la duración en el cargo de los
directores,  el  proyecto de ley propone que ésta sea,  en régimen,  de tres
años, rebajando el periodo actual que corresponde a cuatro años.

A su vez, y tal y como se indicó anteriormente, se
establece que cumplido el plazo de duración en el cargo, la renovación de los
directores se efectuará por parcialidades en periodos alternados y sucesivos,
cada  uno  o  dos  años.  Para  los  efectos  de  esta  renovación  parcial  del
directorio, se dispone, en la normativa transitoria, que distintos miembros del
primer directorio de CODELCO, designados de conformidad a lo dispuesto
en este proyecto de ley, duren en sus cargos un número de años inferior al
establecido en la normativa permanente.

e) Causales de cesación e inhabilidades.

Por  su  parte,  el  proyecto  de  ley  establece
expresamente las causales de cesación en el cargo de director. Entre ellas
se  encuentran  la  renuncia  y  la  expiración  del  plazo  legal.  Asimismo,  se
contemplan, como causales de cesación en el cargo, el haber incurrido en
alguna  causal  de  inhabilidad,  la  inasistencia  a  sesiones,  como  también
causales  que,  en  general,  se  hacen  cargo  de  aquellas  conductas  que
implican  una  falta  de  probidad.  También,  se  establece  como  causal  de
remoción  el  haber  votado  favorablemente  acuerdos  de  la  empresa  que
impliquen un incumplimiento grave y manifiesto a la normativa estatutaria y
legal que la rigen, o le causen a ésta un daño significativo. Finalmente, en lo
que dice relación con esta materia, el proyecto de ley contempla, según sea
la causal y director de que se trate, un procedimiento de remoción.  

f) Requisitos mínimos para ser director. 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, y a fin
de contar con un directorio altamente profesional y calificado, se establecen
claramente  los  requisitos  mínimos  que  deberán  cumplir  quienes  sean
nombrados directores de CODELCO.

g) Remuneración de los directores.

Por  su  parte,  y  con  el  objeto  de  no  restarle
competitividad  a  la  empresa,  en  el  presente  proyecto  de  ley  se  propone
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asimilar las remuneraciones de los miembros del directorio a aquellas que
para  cargos  similares  se  encuentren  vigentes  en  los  sectores  público  y
privado.  Al  efecto,  la  propuesta consiste  en  establecer  que los directores
tendrán derecho a una remuneración que será determinada por el Ministerio
de Hacienda.

Para  determinar  dichas  remuneraciones,  se
propone que el Ministro de Hacienda pueda considerar la propuesta de una
comisión  especial  que  designe  al  efecto  y  que  estará  integrada  por  tres
personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de
Director de Presupuestos o de Presidente Ejecutivo de la empresa. Dicha
comisión  deberá  formular  la  referida  propuesta  considerando  las
remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los
sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones
que se propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones,  la
participación en comités, al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad,
de valor económico y de los convenios de desempeño de la empresa.

De esta manera, el proyecto de ley pretende evitar
la fuga de talentos hacia empresas de la competencia, premisa básica para
que  CODELCO continúe  creciendo  y  generando  recursos  para  todos  los
chilenos.

h) Nuevas atribuciones del directorio.

Por  su  parte,  se  establecen  una  serie  de
atribuciones nuevas del directorio, entre las que se cuentan la designación
del comité de directores antes señalado, la aprobación de los proyectos de
inversión más importantes y la posibilidad de designar a las personas que
serán propuestas para ejercer el cargo de director en las empresas filiales y
coligadas.

i)  Asimilación del  Presidente Ejecutivo a la figura
del gerente general.

Con respecto al Presidente Ejecutivo, se establece
una fórmula que permite asimilar la regulación de su cargo a la normativa
que respecto del  gerente general  se contiene en la  ley Nº 18.046,  sobre
sociedades anónimas.

En  este  sentido,  el  presente  proyecto  de  ley
establece que el Presidente Ejecutivo tendrá las facultades que le delegue el
directorio, además de las responsabilidades y atribuciones entregadas a los
gerentes  por  las  normas  que  rigen  a  las  sociedades  anónimas  abiertas.
Asimismo, se le hacen aplicables al Presidente Ejecutivo las normas sobre
deberes,  derechos,  prohibiciones,  inhabilidades  e  incompatibilidades
establecidas  para  los  gerentes  en  la  ley  Nº  18.046,  como asimismo,  las
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inhabilidades e incompatibilidades que establece el presente proyecto de ley
para los directores.

j) Facultades.

El  Mensaje  agrega  que  todo  lo  anterior  no
constituiría un conjunto de medidas completo y eficaz si no se dota a alguna
otra entidad o autoridad con las facultades que la ley Nº 18.046 otorga a los
accionistas y a las juntas de accionistas, pues son éstos y aquellas, los que
en el ejercicio de sus derechos y facultades, ejercen un control interno de la
administración, otorgando verdadera eficacia al modelo institucional.

Es por lo anterior que el presente proyecto de ley
contempla, en la medida de lo aplicable, dotar al Presidente de la República
con las facultades que dicha ley confiere a los accionistas y a las juntas de
accionistas,  ejerciendo el  Presidente de la  República,  de esta manera,  el
control interno que es propio de los dueños o propietarios de acciones de
una sociedad anónima.

En este sentido, se propone que el Presidente de la
República  pueda  delegar  en  el  Ministro  de  Hacienda  tales  facultades,
pudiendo éste o aquel hacerse asesorar, en el  ejercicio de las facultades
antes  mencionadas,  por  organismos  o  entidades  del  sector  público.
Conforme  dispone  la  ley  Nº  18.046,  las  atribuciones  antes  mencionadas
implican,  entre  otras,  la  facultad  de  designar  los  auditores  externos
independientes; aprobar el presupuesto de gastos del comité de directores a
que se refiere el artículo 50° bis de la ley Nº 18.046; examinar la situación de
la  empresa;  aprobar  o  rechazar  la  memoria  y  el  balance;  y  ejercer  las
acciones para hacer efectiva las responsabilidades de los directores de la
empresa.

k) Adecuación de los Estatutos de CODELCO.

Finalmente,  cabe precisar  que las modificaciones
que  en  el  presente  proyecto  de  ley  se  proponen  introducir  a  la  ley  de
CODELCO serían  reflejadas,  de  aprobarse  éstas,  en  los  Estatutos  de  la
empresa, mediante una modificación a los mismos, a fin de adecuar su texto
a la nueva normativa legal. De conformidad a lo dispuesto en el presente
proyecto  de  ley,  dicha  modificación  se  efectuará  mediante  un  decreto
supremo conjunto de los Ministerios de Hacienda y Minería.

l) Régimen presupuestario y de endeudamiento.

En esta materia, el Ejecutivo señala que se hace
extensiva a los proyectos de inversión, exploración e investigación de las
filiales mineras de la empresa, la evaluación conjunta que debe efectuar la
Oficina de Planificación Nacional y la Comisión Chilena del Cobre.
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Asimismo, se incorpora una norma complementaria
a la aprobación del presupuesto anual de inversiones que dice relación con
el  monto  máximo que  importe  el  arrastre  de  proyectos  para  anualidades
siguientes.

Además,  se dispone la  aplicación del  artículo  44
del decreto ley Nº 1.263, de 1975, que, en síntesis, establece que los actos
administrativos  que  de  cualquier  modo  puedan  comprometer  el  crédito
público, sólo podrán iniciarse previa autorización del Ministerio de Hacienda.

En  lo  que  respecta  al  segundo  gran  aspecto  de
esta ley, es decir, las adecuaciones a las normas sobre pertenencias mineras
de CODELCO que no forman parte de yacimientos en actual  explotación,
respecto de la actual facultad del directorio para disponer de las pertenencias
mineras de la compañía. El Mensaje señala que el artículo 4° de la ley Nº
19.137 establece que los términos, condiciones y modalidades de los actos y
contratos  a  los  que  ella  se  refiere,  entre  otros,  aquellos  relativos  a  la
disposición  de  pertenencias  mineras  de  propiedad  de  CODELCO  que
correspondan a yacimientos que no se encuentran en explotación, deberán
ser establecidos por el directorio de CODELCO, con el voto favorable de a lo
menos  cinco  de  sus  miembros,  debiendo  necesariamente  contar  con  la
aprobación  de  los  Ministros  de  Hacienda  y  de  Minería  como  miembros
integrantes de dicho Directorio.

Las  modificaciones  que  se  propone  introducir  a
esta ley, tienen por objeto adecuarla y actualizarla a la nueva composición
del directorio de CODELCO, conforme se establece en el presente proyecto
de  ley,  eliminando  las  referencias  expresas  a  los  Ministros  de  Minería  y
Hacienda como integrantes de dicho directorio.

Por su parte, respecto de la autorización que debe
otorgar el Presidente de la República para que puedan llevarse a cabo tales
actos, autorización que actualmente se otorga mediante decreto supremo del
Ministerio  de  Minería,  se  propone  que  dicha  aprobación  sea  otorgada
mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito además, por
el Ministro de Minería.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El  señor  Presidente  de  la  Comisión  colocó  en
discusión general el proyecto de ley, que contiene dos artículos permanentes
y siete disposiciones transitorias, cuyo objetivo es modificar el  decreto ley
N°1.350, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile (Codelco) con
la finalidad de perfeccionar su gobierno corporativo, y la ley N° 19. 137, que
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establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco, que no forman
parte de yacimientos en actual explotación.

El  Ministro de Minería,  señor Santiago González,
señaló  que  el  proyecto  de  ley  en  estudio  introduce  algunas  reformas  al
gobierno corporativo de Codelco, tendientes a dotar a dicha empresa de un
marco legal que le permita mantener su posición de liderazgo en el mercado
global.

Expresó que en los últimos años se ha producido
un significativo cambio en la estructura competitiva del mercado mundial del
cobre.  Añadió  que  la  industria  cuprífera  se  ha  transformado,  siendo  las
grandes  empresas  mineras  actores  dominantes  del  mercado  mundial.
Agregó que, consecuentemente, estas compañías han adoptado estructuras
corporativas propias de empresas globales, potenciando de esta forma la
capacidad que tienen para competir.

Manifestó  que  el  nuevo  escenario  económico
impone a Codelco el desafío  de seguir siendo la principal empresa mundial
de  cobre  y  de  poder  transformarse  en  una  empresa  global  competitiva.
Añadió que tal objetivo  implica adoptar una profunda transformación de la
estructura corporativa de la compañía, que le permita no sólo competir en el
nuevo contexto internacional sino también transformarla en la empresa líder
de este mercado.

Explicó que los principales objetivos del  proyecto
son:  dar  competitividad  a  la  empresa,  actualizando  las  condiciones
institucionales; dotarla de una administración de excelencia, basada en las
mejores prácticas internacionales, con un directorio profesionalizado y con
una  regulación  moderna  que  otorgue  garantías  de  transparencia  y,  por
último,  todo  ello  sin  realizar  cambios  en  la  estructura  de  propiedad  de
Codelco.

En cuanto al primer objetivo, perfeccionamiento de
la institucionalidad de Codelco, indicó que se busca dotar a la empresa de un
gobierno corporativo de alto nivel, con un directorio profesionalizado y con
una regulación moderna que otorgue garantías de eficiencia, competitividad y
transparencia  en  la  administración  de  ella,  propios  de  una  compañía
moderna y competitiva.

Expresó que este primer objetivo comprende cinco
ejes:  directorio  profesionalizado  de  nueve  miembros;  estabilidad  y
continuidad de la administración; remuneración competitiva de los directores;
mejoramiento de los requisitos mínimos para ser director, y un aumento de
capital de hasta mil millones de dólares.
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Sobre el primer eje, directorio profesionalizado de
nueve miembros,  expresó que  el  proyecto  de ley  aumenta  el  número de
directores  de  siete  a  nueve.  Agregó  que  ellos  serán  designados  de  la
siguiente  forma:  cuatro  nombrados  directamente  por  el  Presidente  de  la
República;  uno  elegido  por  los  trabajadores  de  la  empresa,  por  mayoría
absoluta  de  los  votos  emitidos,  y  cuatro  directores  independientes,
nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta
para  cada  cargo  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública,  con  el  voto
favorable  de  los  cuatro  quintos  de  sus miembros.  Añadió  que  las  ternas
deberán  ser  presentadas  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública  al
Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días
a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del
director respectivo. Para la confección de las ternas, el Consejo de la Alta
Dirección  Pública  establecerá  un  procedimiento  especial  de  búsqueda  y
selección de candidatos a director, el que podrá contemplar la participación
de  una  empresa  de  reconocido  prestigio  internacional  en  materia  de
selección  de  directivos,  la  que  deberá  proponerle  a  dicho  Consejo  una
nómina de posibles candidatos a director de la empresa.

En  relación  al  segundo  eje,  estabilidad  y
continuidad  en  la  administración,  manifestó  que  el  proyecto  establece  la
renovación  de  los  directores  por  parcialidades,  en  periodos  alternados  y
sucesivos, lo que conlleva una administración no limitada al ciclo político.

Agregó que los directores durarán cuatro años en
sus cargos y podrán ser  designados por  nuevos períodos.  Añadió que el
directorio  se  renovará  por  parcialidades  y  no  podrá  ser  revocado  en  su
totalidad.  Si  alguno  de  los  directores  cesare  en  sus  funciones  antes  de
cumplirse  el  período  respectivo,  se  procederá  a  designar,  por  el  período
restante, al nuevo director que corresponda, para lo cual deberá seguirse el
procedimiento de nombramiento correspondiente, según el director que haya
cesado en el cargo. Añadió que el Consejo de Alta Dirección Pública, en este
último caso, deberá presentar al Presidente de la República la terna a la que
se refiere la letra c) del artículo 8°, dentro del plazo de treinta días contado
desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el
cargo.  Precisó  que  las  causales  de  cesación  se  encuentran  establecidas
taxativamente en la ley y que el procedimiento de remoción es reglado.

Indicó que el Presidente de la República designará,
de entre los directores, al Presidente del directorio.

Respecto  al  tercer  eje,  remuneración  competitiva
de los directores, manifestó que ella será establecida por el  Ministerio de
Hacienda, quien, para determinarlas, podrá considerar la propuesta de una
comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por
tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o
de  Director  de  Presupuestos  o  de  Presidente  Ejecutivo  de  la  Empresa.
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Precisó  que  dicha  comisión  deberá  formular  la  referida  propuesta
considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren
vigentes  en  los  sectores  público  y  privado,  pudiendo  incluir,  en  las
remuneraciones que se propongan, componentes asociados a la asistencia a
sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales
de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la
empresa.

Luego, en relación al cuarto eje, mejoramiento de
los requisitos mínimos para ser director, destacó que el proyecto introdujo
modificaciones respecto de: requisitos para ser nombrado;  inhabilidades y
causales de cesación en el cargo. Al respecto, puntualizó que sólo podrán
ser nombrados directores de Codelco las personas que cumplan, a lo menos,
con  los  siguientes  requisitos:  no  haber  sido  condenado  ni  encontrarse
acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua
para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido, ni
haber  sido  administrador  o  representante  legal  de  personas  fallidas
condenadas  por  los  delitos  de  quiebra  culpable  o  fraudulenta;  estar  en
posesión  de  un  título  profesional  de  una  carrera  de,  a  lo  menos,  diez
semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional
del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado
por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a
lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o
ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o
segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Precisó que este requisito no
será aplicable para el caso en que el director elegido por los trabajadores sea
un trabajador de la empresa.

Asimismo,  explicó,  en  cuanto  a  inhabilidades  e
incompatibilidades, que no podrán ser nombrados directores los Senadores y
Diputados, los Ministros y Subsecretarios, y los funcionarios de la exclusiva
confianza del  Presidente  de la  República.  Tampoco los  jefes  de servicio;
directivos de partidos políticos, organizaciones gremiales y sindicales, salvo
el caso del director elegido por los trabajadores. También se incluye a los
alcaldes, concejales y miembros de los consejos regionales; los funcionarios
de los Ministerios de Hacienda y Minería, de la Superintendencia de Valores
y Seguros, y de la Comisión Chilena del Cobre, y los funcionarios públicos
que ejercen directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización
o control en relación con Codelco.

Por último, en cuanto al quinto eje, señaló que se
contempla un aumento de capital de hasta mil millones de dólares.

A continuación, se refirió al segundo objetivo, dotar
a la empresa de una administración de excelencia. Al respecto, expresó que
para mejorar la transparencia, fiscalización y la información que se divulga al
mercado,  Codelco  quedará  sometido  a  la  fiscalización  de  la
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Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  (SVS),  para  tal  efecto  deberá
inscribirse  en  el  Registro  de  Valores  y  tendrá  que  publicar  sus  estados
financieros, auditados por empresas externas independientes. Sin perjuicio,
añadió, de las atribuciones y facultades de la Comisión Chilena del Cobre.

Asimismo,  destacó  que  el  directorio  deberá
constituir  un comité de directores, integrado únicamente por los miembros
independientes,  y  someterse  a  las  normas  de  operaciones  con  partes
relacionadas o conflicto de interés, en los términos de la ley de sociedades
anónimas.

También,  dentro  de  este  segundo  objetivo,
puntualizó que se establece un conjunto de derechos, deberes y régimen de
responsabilidad de los directores y gerentes. Sobre lo anterior, precisó que
los directores estarán sujetos a las normas que, sobre ese sentido, están
previstas en la ley de sociedades anónimas.

Agregó que el Presidente Ejecutivo se asimila en
funciones, derechos, deberes, atribuciones y régimen de responsabilidad a
los de gerente general.

Explicó,  a  modo  de  ejemplo,  que  los  directores
deberán  abstenerse  de  votar  en  aquellos  casos  en  que,  conforme  a  las
normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para
estos  efectos,  señaló  que  se  entiende  que  el  director  elegido  por  los
trabajadores actúa en representación de ellos y que, en consecuencia, tiene
interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes a los mismos.

En materia de junta de accionistas, explicó que la
transformación  de  la  estructura  corporativa  de  Codelco  requiere  hacer
adecuaciones  a  la  actual  normativa,  para  separar  con  nitidez  la
administración  de  la  empresa  del  ejercicio  de  derechos  de  dueño.  Estos
ajustes dicen relación con las atribuciones y facultades que el Presidente de
la República, como representante de la Nación, ejerce en su calidad de único
dueño  de  la  empresa,  antes  ejercidas  directamente  por  los  Ministros  de
Hacienda y Minería en el directorio de la compañía.

Aclaró que la reforma le confiere al Presidente de
la República algunas de las atribuciones propias de una junta de accionistas,
pudiendo  éste  delegar  el  ejercicio  de  las  mismas,  conjuntamente,  en  los
Ministros de Minería y Hacienda. Con todo, destacó que la calidad de junta
de accionistas no le confiere a ésta, en caso alguno, la facultad de intervenir
en la naturaleza pública de la empresa ni  en su estructura de propiedad,
radicada  en  un  cien  por  ciento  en  manos  del  Estado.  Añadió  que
modificaciones en este sentido requerirían de una reforma constitucional.
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Por  último,  manifestó  que  un  buen  gobierno
corporativo para Codelco se traduce en una empresa más eficiente,  más
rentable y con una visión estratégica de largo plazo, sin alterar la naturaleza
pública de su propiedad. Añadió que la compañía también mejora porque se
la dota de sistemas de control y rendición de cuentas eficientes, dentro de un
marco de competitividad, lo que redunda en una mayor transparencia.

El  Honorable  Senador  señor  Orpis  señaló  que
entendía que los mil millones de dólares que se reinvierten son parte de los
cuatro mil millones que anunciara S.E. la señora Presidenta de la República.

Comentó que, en lo que se refiere a la composición
del  directorio,  hay  un  avance  significativo,  aunque  el  Gobierno  siempre
tendrá  mayoría.  Precisó  que,  en  su  opinión,  los  directores  minoritarios
deberían ser nombrados por el Senado con un quórum elevado, en lugar de
la Alta Dirección Pública, a objeto de que cuenten con un mayor respaldo.

Señaló también que la falta de inversión histórica
en la empresa hace que el plan de inversiones actual sea muy caro y que las
inyecciones  de  capital  sean  altas.  Indicó  que  espera  que  las  futuras
administraciones sean responsables para reinvertir los recursos propios en
planes de inversión rentables.

A  continuación,  el  Honorable  Senador  señor
Prokurica indicó que uno de los mayores defectos de la situación actual es la
relación entre los que trabajan en Codelco y las empresas que le prestan
servicios a la misma. A raíz de esto, consultó cómo se han incorporado en el
proyecto en estudio las nuevas leyes de transparencia y de probidad.

Agregó que no quedó una buena impresión de la
fiscalización de COCHILCO, después del problema de las ventas a futuro.
Añadió  que,  por  ello,  es  importante  el  rol  de  la  Superintendencia  de
Sociedades Anónimas, porque revisará, entre otras cosas, el endeudamiento
y  el  cumplimiento  de  las  normas  generales.  Al  respecto,  opinó  que  la
Contraloría General de la República, para poder actuar, debe pasar primero
por COCHILCO, lo que complica el  tema de la fiscalización.  No se trata,
apuntó, de entrabar las negociaciones porque la fiscalización puede hacerse
ex post.

Asimismo, manifestó que le parece apropiado que
el  Presidente  Ejecutivo  sea  designado  por  el  directorio,  igual  que  en  las
demás sociedades anónimas, ya que clarifica la dependencia.

Luego,  consultó  a  qué  se  destinarán  los  mil
millones  de  dólares  de  capitalización  y  qué  sucede  con  El  Salvador.  Al
efecto,  enfatizó  que  votará  a  favor  el  proyecto  siempre  que  exista  un
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compromiso  claro  de  parte  de  la  autoridad  para  destinar  recursos  a  la
división El Salvador de Codelco.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Núñez
preguntó cómo se relacionará el Directorio con las Divisiones. Agregó que el
plan de inversiones de mil millones de dólares resulta insuficiente para las
necesidades reales de la empresa.

En  lo  que  respecta  a  la  disyuntiva  de  la
designación por la Alta Dirección Pública o por el Senado de los directores,
manifestó que un nombramiento por la Cámara Alta puede prestarse para
cuoteos.

Finalmente,  indicó,  en  lo  que  respecta  al  rol  del
Ministerio  de  Hacienda,  que  es  importante  fijar  con  detención  su  labor,
porque no siempre se adoptan las decisiones con criterios técnicos, labor
que compete a COCHILCO o el Ministerio de Minería.

Respondió  el  Ministro  señor  González  las  dudas
planteadas por  los  señores Senadores,  indicando en primer  término,  que
Codelco tiene un código de ética y las relaciones o conflictos de intereses
que puedan existir se revisan en el directorio.

Agregó  que  la  situación  de  los  directores  en  el
proyecto de ley sería mucho más estricta de lo que es actualmente, porque
además se aplicará la ley de probidad y la ley de transparencia.

A continuación, el Director de Presupuestos, señor
Arenas, complementó lo señalado por el señor Ministro acerca de las normas
sobre incompatibilidad, indicando que el directorio está obligado a estudiar e
informar  este  tema.  Sin  embargo,  estimó  que  no  ha  funcionado
adecuadamente y debe aplicarse la ley de transparencia y la ley de probidad,
suprimiendo esta excepción.

En segundo término se refirió el señor Ministro al
fortalecimiento  institucional  de  COCHILCO,  que debería  materializarse  en
otro proyecto de ley, puesto que su estructura quedó insuficiente para los
requerimiento actuales. Entre las facultades que cumple COCHILCO está la
de  realizar  auditorías  internas  a  la  gestión  y  recomendar  proyectos  de
inversión,  labores  que realiza  insuficientemente,  dado la  magnitud  de  los
nuevos  proyectos.  Agregó  que  la  Contraloría  tiene  acceso  directo  a
COCHILCO, incluso puede obviarlo  con autorización del  Presidente de la
República.

En lo que respecta a la relación del directorio con
las  Divisiones,  debe  naturalmente  realizarse  a  través  del  Presidente
Ejecutivo para ordenar la gestión y éste deberá rendirle cuentas al directorio.
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El Honorable Senador señor  Gómez consultó las
razones por las que se dejó sólo un representante de los trabajadores en el
directorio, dejando fuera a los supervisores que son el organismo técnico,
quienes incluso están dispuestos a participar en el directorio en calidad de ad
honorem.

Señaló el Ministro, señor González, que el proyecto
considera un representante de los trabajadores sin precisar a qué estamento
pertenece.  Agregó  que  los  supervisores  han  planteado  este  tema,  sin
embargo, ellos van a tener la primera prioridad para postular como directores
independientes.

Observó el Honorable Senador señor Gómez que
lo razonable es que los directores tuvieran dedicación exclusiva.

El  Presidente  Ejecutivo  de  Codelco,  señor  José
Pablo Arellano, destacó que las modificaciones se han promovido desde la
empresa, puesto que las normas que la rigen datan del año 1975. Añadió
que,  en  el  mismo  lapso,  han  existido  cambios  en  la  ley  de  sociedades
anónimas y profundos cambios en el comercio internacional.

Señaló  que  es  necesario  tener  presente  lo  que
Codelco  ha  significado  para  Chile,  a  pesar  de  los  necesarios
perfeccionamientos que requiere, pues en los últimos tres años ha aportado
al erario nacional 22 mil millones de dólares.

Indicó que muchos de los cambios que propone el
proyecto de ley apuntan a acrecentar la confianza tanto de los clientes como
de  los  socios  y  de  la  ciudadanía  en  la  empresa,  entre  estos  está  la
composición  del  directorio,  en  el  que  ya  no  todos  los  integrantes  serán
designados por el Presidente de la República. De todos modos, señaló, la
mejor fiscalización es la que se produce dentro de la propia empresa.

Agregó  que  Codelco  se  financia  y  que
recientemente  ha  emitido  bonos  a  diez  años  plazo,  los  cuales  fueron
colocados  después  de  la  crisis  financiera  internacional  con  muy  buenos
resultados,  lo  que  demuestra  que  entre  los  inversionistas  también  existe
confianza en la empresa.

Señaló  también  que  la  reforma  reforzará  la
confianza y evitará que se produzcan errores o abusos. Respecto de este
último punto, abordó el tema de los negocios relacionados que mencionó el
Honorable Senador señor Prokurica, señalando que en todas las empresas
debe regularse este problema para evitar situaciones abusivas.
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Indicó que el  proyecto también persigue un trato
equitativo con los competidores evitando la burocracia.  Actualmente en el
Ministerio  de  Hacienda  se  discute  un  monto  global  de  inversiones  y  no
proyecto a proyecto como era antes.

Enfatizó que es preciso considerar que Codelco es
una empresa y no un servicio público, y como tal tiene que competir, asumir
riesgos  en  innovación  tecnológica,  en  exploraciones,  y  el  gobierno
corporativo debe dar garantías a todos los sectores.

En lo que respecta al plan de inversiones, señaló
que el año anterior se invirtieron 1.800 millones de dólares y para este año la
cifra alcanzará a los 2.000 millones de la misma divisa. Agregó que estas
inversiones son indispensables para no tener que cerrar algunas faenas, ya
que, por ejemplo, El Teniente termina su actual nivel de explotación en ocho
años más, por lo que es necesario iniciar ahora la construcción del siguiente
nivel.

Indicó  que  estas  inversiones  se  realizan  con
recursos  propios,  reinvirtiendo  utilidades  que  no  se  han  retirado,  habida
consideración que el año pasado la empresa tuvo 5 mil millones de dólares
de excedentes.

Consultado  acerca  de  la  razón  por  la  que  se
incluye en esta ley un aporte extraordinario de capital de hasta mil millones
de dólares, y no se incluyeron en la ley de Presupuestos de la Nación, señaló
que la crisis económica se agravó en diciembre del año pasado, cuando ya
esa  ley  había  terminado  su  tramitación.  Añadió  que,  normalmente,  este
aporte  se  haría  vía  endeudamiento,  pero  dadas  las  circunstancias
económicas mundiales se optó por recapitalizar.

En  otro  orden  de  ideas,  el  Honorable  Senador
señor Núñez observó que considerando la modernización a que se someterá
la empresa resulta aún más anómala la existencia de la denominada Ley
Reservada  del  Cobre.  Agregó  que  no  está  dispuesto  a  votar  algo  tan
trascendente,  como  la  reforma  al  gobierno  corporativo,  sin  quitarle  esta
pesada mochila a Codelco. Estimó que las fuerzas armadas deben tener un
financiamiento asegurado, pero por otra vía,  ya que ninguna empresa del
mundo tiene esa carga.

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez
se  refirió  a  la  composición  del  directorio.  Al  respecto,  consultó  cómo  se
compatibiliza  el  que  no  tengan  interés  directo  con  el  hecho  de  ser
trabajadores.

Sobre lo anterior, el señor Arellano respondió que
el  principal  interés  de  los  trabajadores  es  que  la  empresa  sea  eficiente,
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porque  ello  asegura  su  fuente  de trabajo.  Agregó que ellos  cuentan  con
eficientes organizaciones sindicales que velan por sus intereses, existiendo
hoy  más  de  ciento  veinte  dirigentes  sindicales  en  la  empresa.  Por  ello,
añadió que el directorio debe representar a los accionistas, en este caso, a
todos los chilenos, ya que en él se debe defender el interés de la empresa y
no sólo el de los trabajadores.

Durante  la  discusión  del  proyecto  de  ley,  la
Comisión  recibió  sendas  solicitudes  de  audiencia  de  las  asociaciones
gremiales que agrupan a los supervisores del cobre, la  Asociación Gremial
Nacional de Supervisores del Cobre, ANSCO, y la Federación de Sindicatos
de Supervisores y Profesionales de Codelco, cuyos representantes hicieron
diversos planteamientos.

El Presidente de la Asociación Gremial Nacional de
Supervisores  del  Cobre,  ANSCO,  señor  Guido  Acuña,  señaló  que  su
organización gremial representa a los supervisores y profesionales, cuenta
con mil  doscientos  cincuenta  socios  y  tiene cuarenta  años de existencia.
Añadió  que  han  tenido  durante  treinta  y  tres  años  el  honor  y  la
responsabilidad de participar con uno de sus asociados en el directorio de
Codelco, en representación de su estamento.

Agregó  que  tienen  como  misión  impulsar  el
desarrollo  profesional,  cultural,  social,  y  familiar  de  sus  asociados,
impactando positivamente en su calidad de vida y contribuyendo al desarrollo
sostenible de la compañía y de la comunidad en que se inserta. Añadió que
sus  líneas  estratégicas  son  el  desarrollo  personal  y  profesional  de  los
supervisores; apoyo al  negocio de Codelco; integración a la comunidad y
calidad de vida del supervisor y de su familia.

A  continuación,  destacó  algunos  aportes  de
ANSCO a los asociados, la empresa, la comunidad y el país en general, en
sus cuarenta años de vida. Así, en 1975 crearon el club ANSCO y el colegio
Coya en Rancagua; en 1981 dieron vida a la Administradora de Fondos de
Pensiones  (AFP)  CUPRUM;  en  el  mismo  año  formaron  sindicatos  de
supervisores en todas las divisiones de Codelco; en 1982 crean el colegio de
párvulos  ANSCO  y  la  administración  de  la  biblioteca  pública  en
Chuquicamata. Asimismo, destacó la participación de los profesionales de
ANSCO  en  los  gobiernos  regionales,  tales  como  Secretarios  Regionales
Ministeriales de Minería,  SERPLAC y de Gobierno en la  II  Región,  en el
período 2002-2003; la realización de talleres y apoyo a la organización del
encuentro de municipios mineros realizado en Calama para tratar el tema del
royalty minero, y, por último, la formación de expertos en seguridad minera a
través  de  un  convenio  con  el  Servicio  Nacional  de  Geología  y  Minas,
SERNAGEOMÍN.
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En  lo  que  respecta  a  los  fundamentos  que
consideran para que no se excluya al representante de los supervisores de
Codelco  en  el  directorio,  el  señor  Gutiérrez,  vicepresidente  de  ANSCO y
representante en el directorio de la empresa, señaló que, en primer lugar,
ANSCO ha sido canal  de opinión de los supervisores en distintos temas,
entre  otros,  opinaron  al  interior  de  Codelco,  y  públicamente,  sobre  el
proyecto Gaby y el  convenio con la empresa china Minmetals. Indicó que
oportunamente  expresaron, ante la Comisión de Minería de la Cámara de
Diputados,  que  una  forma  de  aumentar  la  producción  de  la  empresa
consistía en no vender parcialmente el yacimiento Gabriela Mistral, tal como
se había decidido. Recordó que, en aquella ocasión, el directorio de Codelco
acordó vender por cinco votos contra dos, moción apoyada también por la
alta administración de la compañía y personeros de gobierno y rechazada
solamente por el representante de los trabajadores y por el representante de
los profesionales,  quienes concordaron,  previo  análisis  técnico  económico
del  caso, que no era conveniente para el  país deshacerse de este activo
minero.

Así,  añadió,  levantaron  la  voz  decididamente  en
contra  de  esta  decisión  ya  sancionada  por  el  directorio,  alertando  a  los
legisladores, al ejecutivo y a la ciudadanía, accionistas finales de la empresa,
para  que  se  pudiera  revertir  esta  decisión,  con  el  apoyo  de  las
organizaciones sociales, los sindicatos y algunos parlamentarios. Añadió que
su  representante  pidió  en  el  directorio  revisar  el  acuerdo,  de  manera  de
buscar  una salida técnica y honorable para resarcir  el  acuerdo de venta.
Destacó que, finalmente, han visto con orgullo cómo ahora el gobierno y el
país entero aplauden esta acción como una buena decisión tomada a tiempo.
Resaltó que es sólo uno de los ejemplos de la importancia de contar con un
representante del estamento profesional como miembro del directorio.

Retomando la palabra el señor Acuña, indicó que,
en segundo lugar, no se pueden restar las capacidades técnicas que aportan
los profesionales de Codelco en el directorio de la corporación. Indicó que su
presencia indudablemente representa una visión técnica y profesional, con
conocimiento de la realidad interna en particular y del  negocio minero en
general, lo que contribuye ciertamente a agregar valor a la empresa. Señaló
que  su  representante  tiene  acceso  a  información  de  primera  línea  sobre
aspectos  relevantes  del  desarrollo  de  los  proyectos  en  las  distintas
divisiones, por cuanto mantiene un fluido contacto con los profesionales que
lideran los grandes proyectos, pudiendo interpretar y evaluar preliminarmente
la  información  en  beneficio  del  directorio.  En  consecuencia,  expresó  que
tienen la convicción que la Corporación y el país se benefician de contar con
un profesional del estamento supervisor en el directorio, pues se enriquece la
capacidad de análisis y se potencia el proceso de toma de decisiones.

Agregó,  en  tercer  lugar,  que  el  proyecto  de  ley
tiene un grave error de exclusión, al marginar del directorio y de la mesa la
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opinión técnica de un profesional con el acervo de un gran conocimiento del
negocio minero y de la cultura interna de la empresa. En su opinión, es un
error  histórico  que  afectará  seriamente  al  espíritu  y  la  motivación  que
siempre han tenido  los supervisores,  desde que asumieron el  desafío  de
desarrollar la empresa a partir de la chilenización y posterior nacionalización
y ayudar a darle el sitial que en el concierto mundial hoy la distingue. Añadió
que tienen treinta y  tres  años de aportes a la historia  de Codelco,  como
miembros activos de su directorio, contribuciones gravitantes para el futuro
de la empresa, como el caso anteriormente citado, y que hoy el proyecto de
ley sencillamente obvia a través de un falso supuesto. Afirmó que es una
utopía pensar que el estamento de los supervisores estará representado en
adelante por el representante de los trabajadores, ya que el pretender que
exista una conexión entre dos estamentos distintos, como son trabajadores y
supervisores, con visiones, misiones y objetivos diferentes, es sencillamente
una ingenuidad. Indicó que el representante laboral, tal como se propone en
el proyecto de ley, nunca será un supervisor, bajo la metodología de sufragio
universal  o  cualquier  otra  que  se  use  para  seleccionarlo.  Por  otra  parte,
observó  que  resulta  curioso  que  el  proyecto  exhibe  como  uno  de  sus
objetivos la intención de profesionalizar el directorio, situación que consigue
sacando precisamente al representante de los profesionales.

Finalmente,  señaló  que  ANSCO  propone  los
siguientes puntos para este proyecto de ley: primero, modernizar el gobierno
corporativo manteniendo la participación del estamento supervisor; segundo,
que  haya  coherencia  en  el  discurso,  pues  si  se  quiere  profesionalizar  el
directorio y sumar voluntades, no se debe restar y dejar fuera de la mesa
técnica directiva a los profesionales de la empresa, que son quienes mejor
conocen  del  negocio  minero,  pues  se  requiere  de  la  participación  y
compromiso de todos los estamentos de la empresa en la actual situación de
crisis; tercero, que no se discrimine a los profesionales de Codelco, que por
muchos  años  han  formado  parte  del  directorio  de  esta  empresa  estatal,
aportando  experiencia  y  know  how,  con  una  visión  de  negocio  y
conocimiento profundo de la cultura interna, lo que facilita las acciones e
implementación  de  proyectos  de  desarrollo  al  interior  de  la  organización,
pues los supervisores dominan la operación,  los procesos,  la gestión,  los
planes y las estrategias de desarrollo del negocio, toman las decisiones en el
día a día y están en permanente contacto con las personas, principal capital
y motor viviente de la industria, privilegiando el ingreso de nuevos actores de
carácter  técnico-político,  en reemplazo de los  profesionales  de la  minería
estatal;  cuarto,  por  lo  expuesto,  solicitan  que  en  la  ley  se  consagre  la
participación de los supervisores, tal como se indica en la actual ley, que de
los cuatro directores independientes que el Presidente de la República debe
elegir,  al menos uno de ellos siga siendo el profesional de Codelco  que ha
representado a los profesionales y supervisores de la empresa por treinta y
tres años en el directorio de la empresa, garantizando que se cumpla con las
mismas  exigencias  académicas  del  resto  de  los  directores  no  laborales,
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siendo  elegido  por  un  mecanismo  concordado  con  las  organizaciones
representativas de los supervisores.

Por  su  parte,  el  señor  Fernando  Ahumada,
Presidente de la Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales
de Codelco (FESUC), señaló que la FESUC es una organización que agrupa
a los cinco sindicatos de supervisores y profesionales de las divisiones y
casa matriz de la empresa, representando a más de dos mil profesionales de
la compañía.

Manifestó  que,  en su opinión,  el  proyecto de ley
requiere  de  algunas  modificaciones,  relevantes  e  indispensables  para
mejorar la gestión de Codelco y transparentar su manejo, todo en beneficio
de la propia empresa, de sus trabajadores y del país.

Recordó  que  el  actual  texto  legal  que  rige  a
Codelco,  existen  desde  1976  dos  representantes  laborales,  uno  en
representación de la Confederación de Trabajadores del Cobre, que agrupa
al estamento de sindicatos de trabajadores rol B y un representante de la
Asociación Nacional de Supervisores del Cobre, organización que, a la fecha
de  la  dictación  del  decreto  ley  N°  1.350,  representaba  a  la  supervisión.
Representación que, según explicó, hoy pertenece a su Federación, FESUC.

Indicó  que  las  principales  modificaciones  que
proponen sean consideradas en el proyecto de ley, son mantener los dos
representantes  laborales  en  el  directorio  de  Codelco,  de  tal  modo  que
queden representados los trabajadores rol B, por intermedio de la Federación
de Trabajadores del  Cobre,  y los trabajadores supervisores profesionales,
por intermedio de FESUC. Asimismo, con relación a posibles enajenaciones
de  activos,  proponen  que  éstas  se  realicen  con  aprobación  previa  del
Honorable Senado de la República, por mayoría absoluta de sus miembros,
tratándose de pertenencias mineras, plantas, instalaciones e inmuebles de
valor superior a cien mil unidades de fomento.

Finalmente,  solicitó  incluir  un  nuevo  artículo  que
disponga  que  de  los  excedentes  corporativos  de  Codelco,  antes  de
impuestos, se destinen porcentajes definidos, tanto a las regiones del país
donde  están  situados  los  yacimientos  de  la  compañía  y  otro  porcentaje
menor a las tres regiones con mayores índices de pobreza y cesantía.

En la siguiente sesión,  hizo uso de la palabra el
Director  Ejecutivo  del  Instituto  Igualdad,  señor  Ernesto  Águila,  quien
agradeció la invitación que se cursó a su entidad para participar en el debate
del proyecto en estudio.

Indicó  que  la  presentación  del  Instituto  Igualdad
tomaría en cuenta una serie de aspectos que no están considerados en la
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discusión  de  la  iniciativa  pero  que,  a  juicio  de  su  Instituto,  deberían  ser
analizados. Añadió que, para tal efecto, haría uso de la palabra el Consejero
Académico del Instituto, señor Juan Carlos Scapini.

El señor Scapini señaló que Codelco es el mayor
productor mundial de cobre y cuenta con las mayores reservas del metal a
nivel  mundial  (20%),  lo  que  le  permite  desempeñar  un  liderazgo  en  el
mercado cuprífero mundial. Añadió que, por ello, es necesario asegurar que
la Corporación Nacional  del  Cobre, en su calidad de empresa minera del
Estado,  pueda  maximizar  su  valor  económico,  consolidar  su  plan  de
desarrollo estratégico e inversiones en proyectos estructurales, y asegurar su
aporte continuo de recursos al erario nacional.

Por ello, estimó indispensable que Codelco pueda
contar a la mayor brevedad con un gobierno corporativo a la altura de su
misión estratégica y las condiciones del mercado global, y también con un
compromiso político y programático que garantice la presentación y apoyo a
iniciativas  complementarias  de  modernización  de  su  entorno  institucional,
que  garanticen  la  viabilidad  y  financiamiento  del  plan  de  inversiones
estructurales de Codelco para el próximo período.

Explicó  que  tienen  la  convicción  que  es  una
prioridad  esencial,  especialmente  durante  este  período  de  crisis  global,
defender  el  futuro  de  Codelco  como  empresa  estatal  y  competitiva.  Al
respecto, destacó que su rol de líder en el mercado mundial del cobre ha
permitido  generar  unos  excedentes  al  Estado  que  han  impulsado  una
poderosa política de gasto público anti-cíclico, necesario para estimular la
actividad económica, defender el empleo y aliviar a los más necesitados y
afectados.

Advirtió  que  en  este  nuevo  período  se  hace
necesario impulsar una renovada política minera nacional, con visión de país
y largo plazo, que esté a la altura del proceso histórico que se inició con la
Nacionalización  del  Cobre,  y  que  permitió  la  creación  de  la  Corporación
Nacional  del  Cobre.  En  ese  sentido,  agregó  que  éste  es  el  conjunto  de
iniciativas para apoyar la propuesta nacional para el desarrollo del Codelco
del Bicentenario, de cara a los desafíos del futuro, y de apoyar en su mérito a
cada una de las iniciativas que se refieren a continuación.

En primer lugar, en relación al proyecto en debate,
señaló  que  existe  la  profunda  convicción  sobre  la  necesidad  de  dotar
urgentemente a la Corporación Nacional del Cobre de Chile de un gobierno
corporativo moderno y de excelencia, que lleve a cabo una gestión eficiente y
con  clara  orientación  de  negocio,  especialmente  considerando  el  entorno
altamente  competitivo  y  exigente  en  el  que  Codelco  se  desenvuelve,
teniendo presente, además, los perentorios desafíos planteados por la crisis
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global  que  obligan  a  fortalecer  a  la  Corporación  y  a  hacerla  aún  más
competitiva.

Expresó que existe consenso de que el Mensaje
presentado en su ocasión por S.E. la Presidenta de la República con el que
inicia el proyecto de ley en estudio, ya aprobado por la Honorable Cámara de
Diputados,  representa una iniciativa trascendental  e indispensable para el
futuro de la empresa. Añadió que es del más alto interés nacional que el
Senado  la  apruebe  en  su  trámite  actual,  sin  perjuicio  de  constatar  la
necesidad  de  impulsar  y  comprometer  la  pronta  presentación  de  otras
iniciativas complementarias.

Manifestó  que,  en  particular,  el  proyecto  de  ley
representa  un  claro  avance  en  los  siguientes  aspectos  y  contenidos.  En
primer  lugar,  representa  una  modernización  del  gobierno  corporativo  de
Codelco, introduciendo modificaciones al decreto ley N° 1.350, que crea la
Corporación Nacional del Cobre, en el contexto de mantener su propiedad
cien por ciento estatal, viabilizándola en el largo plazo, y presentando una
alternativa de modernización que claramente se aparta  de las propuestas
privatizadoras.

Planteó,  en  segundo  lugar,  que  Codelco  estará
sujeto a las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, sin alterar
su propiedad estatal,  con el  fin de garantizar una adecuada gestión de la
Corporación, sometiéndose a controles adecuados y garantizando el acceso
a la  información y  fiscalización  que corresponde.  Consagrando en su  ley
orgánica, de tal forma, un proceso que en la práctica ya viene ocurriendo con
la sujeción de Codelco a las normas de fiscalización de la Superintendecia
de Valores y Seguros desde el año 2002, a raíz de la emisión de bonos.

Indicó, en un tercer aspecto, que el directorio de la
empresa contará con las mismas atribuciones y deberes provistos para las
sociedades  anónimas,  en  la  ley  N°  18.046,  lo  que  permite  delimitar
claramente  las  atribuciones  y  responsabilidades  entre  el  directorio  y  el
Presidente Ejecutivo, correspondiéndole al primero nombrar al segundo.

Por  último,  explicó  que  modifica  los  criterios  de
nombramiento  y  duración  de  los  directores,  evitando  que  ello  dependa
exclusivamente  del  ciclo  político,  e  introduciendo  además  de  los  cuatro
directores  nombrados  por  el  Presidente  de  la  República,  y  del  director
elegido por los trabajadores, la figura de cuatro directores nombrados por el
Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo
por el Consejo de Alta Dirección Pública.

A  continuación,  se  refirió  al  tema  de  la
denominada Ley Reservada del Cobre.
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Sobre  lo  anterior,  señaló  que  se  constata  la
profunda necesidad de actualizar la iniciativa de modificar la denominada Ley
Reservada del Cobre, que grava a Codelco con el diez por ciento (10%) de
sus ventas. Esta ley, por un lado, pone a la Corporación en una situación
anacrónica y desventajosa en relación a las empresas de la competencial
internacional que enfrenta Codelco, al ser gravadas las ventas y no sólo las
utilidades como ocurre con esas otras empresas, y, de otro lado, retrasa una
modernización  pendiente  en  las  condiciones  de  generación  y  aprobación
periódica del presupuesto de defensa de la Nación.

Destacó que la modificación de la denominada Ley
Reservada  del  Cobre  ha  sido  un  compromiso  programático  de  la
Concertación,  que  debería  ser  retomada  prontamente  como  iniciativa,
teniendo presente, entre otros aspectos, que los desafíos planteados por el
contexto mundial actual, la imagen de Chile frente a los organismos y pactos
multilaterales en los que participa, y las propias condiciones competitivas del
mercado del cobre y de los mercados financieros, requieren completar este
proceso de normalización del entorno institucional y tributario de Codelco, en
tanto  empresa  cien  por  ciento  estatal,  y  que  aporta  al  erario  nacional  la
integridad de sus excedentes.

En  cuanto  al  respaldo  al  plan  de  inversiones  y
viabilidad estratégica de Codelco, indicó que el futuro de Codelco se juega
en el éxito de su programa de inversiones y de sus proyectos estructurales
en sus  distintas  Divisiones:  Chuquicamata  rajo  y  mina  subterránea,  mina
Ministro  Hales  y  sulfuros  Radomiro  Tomic,  en  la  División  Codelco  Norte;
reconversión productiva División Salvador; proyectos de expansión División
Andina,  fases  I  y  II;  nuevo  nivel  mina  El  Teniente,  por  señalar  los  más
emblemáticos.

Manifestó que la señal que se entrega al proponer
la capitalización de Codelco por mil millones de dólares, es muy importante,
pues da cuenta del respaldo del Estado a los planes de desarrollo futuro de
la Corporación, así como para el fortalecimiento de su clasificación de riesgo
en  los  mercados  financieros.  Agregó  que  dicha  medida  debería  ser
complementada  por  un  compromiso  programático  de  quienes  aspiren  al
Gobierno de Chile  para el  próximo período,  de  modo de incluir  el  apoyo
presupuestario  de  inversión  a  los  proyectos  de  desarrollo  estructural  de
Codelco, de acuerdo a sus condiciones de rentabilidad, y a la vez por la
propia  garantía  de  la  Corporación,  a  través  de  su  gobierno  corporativo,
sistema  de  inversiones  y  programas  productivos,  de  cumplir  con  los
parámetros  y  estándares  de  eficiencia  del  mercado  que  garanticen  la
rentabilidad de los proyectos de inversión de la empresa, lo que el Estado de
Chile debe cautelar en las instancias en que ejerce su rol de dueño de la
Corporación.
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Expresó, en relación a Codelco, sus trabajadores y
la alianza estratégica, que uno de los grandes desafíos de la compañía es
establecer  una  política  moderna,  participativa  e  inclusiva  de  los  recursos
humanos,  que  abarque  no  solamente  a  los  trabajadores  directos  de  la
empresa, sino que también a los trabajadores subcontratados.

Resaltó,  en  relación  a  los  trabajadores  de
Codelco, que es imprescindible fortalecer y profundizar la alianza estratégica
entre la administración de la empresa y la Federación de Trabajadores del
Cobre (FTC), como una herramienta de gestión participativa que contribuya a
incrementar  la  competitividad  de  la  corporación,  así  como  el  desarrollo
laboral  y  calidad  de  vida  de  sus  trabajadores.  Destacó  que  los  propios
planteamientos de los trabajadores de la FTC en relación a la ley de gobierno
corporativo de Codelco reflejan la voluntad y compromiso del sindicalismo del
cobre  con  el  futuro  estratégico  de  la  empresa,  con  la  propuesta  de
capitalización  por  mil  millones  de  dólares  y  por  buscar  formas  más
permanentes  de  capitalización  y  de  financiamiento  de  las  inversiones
productivas.

En  relación  a  los  trabajadores  subcontratados,
indicó  que  es  necesario  que  la  empresa  establezca  una  política  de
externalización que cumpla a cabalidad la legislación vigente, en cuanto a su
espíritu y forma, pues la principal empresa estatal debe ser ejemplo en el
cumplimiento de la ley.

Por último, señaló la necesidad de fortalecer una
política nacional  de desarrollo  minero.  Al  respecto,  afirmó que en la hora
presente, y en el actual contexto general, ha llegado el momento de dar un
impulso  decidido  a una política  nacional  de  desarrollo  minero,  con visión
estratégica de país y de futuro.

Para  tal  efecto,  postuló  que  al  menos  deben
impulsarse los siguientes aspectos: una política de desarrollo minero a nivel
nacional y regional, para ello se debe propender hacia nuevos lineamientos
nacionales  en materias de desarrollo  minero  e  impulsar  decididamente  el
desarrollo de los clusters mineros a nivel regional, potenciando el desarrollo
de la  cadena del  valor  en los enclaves mineros,  el  desarrollo  científico y
tecnológico  y  el  desarrollo  de  plataformas  de  provisión  de  servicios  a  la
industria.  Asimismo,  se  deben  buscar  nuevos  instrumentos  de  fomento
complementarios  a  los  existentes,  y  perfeccionar,  de  manera  efectiva  y
potenciada regionalmente, los usos del fondo obtenido con los recursos del
royalty.

Agregó  que  otro  aspecto  a  considerar  es  el
fortalecimiento de la Comisión Chilena del Cobre (Cochilco) Añadió que, tal
como lo señaló el  informe de la Comisión Investigadora de Codelco de la
Honorable  Cámara  de  Diputados,  Cochilco  debe  constituirse  en  una
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verdadera contraparte de Codelco, para fortalecer y contar con un adecuado
sistema de control, tanto externo como interno, de acuerdo a los estándares
de una gran empresa moderna.  Cochilco debe ser  una gran herramienta
asesora de la junta de accionistas de Codelco, establecida en el proyecto de
ley en estudio, y también debe asesorar técnicamente en el desarrollo de una
política minera nacional.

Finalmente, manifestó que estas proposiciones se
hacen en el espíritu de garantizar el conjunto de condiciones necesarias para
fortalecer la competitividad de Codelco como empresa estatal, y que pueda
operar con las mismas condiciones que las compañías del área privada, en
un período tan decisivo para el país y frente a los desafíos planteados por la
crisis internacional, y al mismo tiempo de asumir los desafíos de contar con
los lineamientos de desarrollo minero que requiere el país, para defender y
fortalecer la inserción de nuestra minería en los mercados globales.

En  la  siguiente  sesión,  el  Asesor  del  Instituto
Libertad,  señor  Rafael  Aldunate,  manifestó su apoyo a la  iniciativa por  el
hecho  de  que  no  altera  el  régimen  de  propiedad  ni  la  relación  con  las
Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y por las circunstancias que
se han negociado. Agregó que más que desafíos son exigencias las que
deben  hacerse  a  Codelco,  especialmente,  en  los  temas  de  gestión,  de
independencia, de información, de control. Añadió que, en esos aspectos, los
contrapesos que tiene la ley son elementos absolutamente imprescindibles.

Indicó  que  el  mismo Mensaje  acusa  que  no  se
cuenta con un modelo de administración, y que hay una dualidad entre los
roles del directorio con la gerencia, lo que produce una falta de equilibrio a
favor de la Vicepresidencia Ejecutiva.

Añadió que la  empresa debe tener  por  finalidad
maximizar  las  utilidades,  ello  significa  disponer  de  un  mayor  monto  de
excedentes  para  dedicarlos  a  mejorar  la  función  pública.  Precisó  que  no
existe una contradicción, pues el Estado debe cumplir sus propios fines, para
lo  cual  requiere  de  recursos,  y  todo  ello  se  consigue  con  una  mayor
transparencia y eficiencia, con un directorio óptimo encaminado a un objetivo
último,  cual  es  el  de  obtener  los  mejores  beneficios  para  el  Estado,  en
particular, para las actividades públicas.

Enseguida,  destacó  también  la  exigencia  de
excelencia profesional, de eficiencia del directorio, porque esta empresa no
solamente extrae materia prima sino que es mucho más compleja y, además,
se inserta en un mercado global.

Indicó que es necesario evitar el sensacionalismo,
dado que ante el  desconocimiento del funcionamiento interno, se generan
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noticias o rumores que dificultan la actividad de Codelco, precisamente por la
falta de fluidez en la información.

Enfatizó  la  necesidad  de  una  visión  de  Estado
sobre esta materia, a pesar de que quien esté en el Gobierno tenga un efecto
controlador, porque se precisa una política de Estado respecto a Codelco, en
atención a que es la principal empresa que tiene el país. Agregó que, en ese
sentido,  ambas  coaliciones  cedieron  en  la  negociación  de  este  proyecto,
unos  al  no  insistir  en  la  privatización  y  otros  en  no  manejarlo  como  un
servicio público, es decir convergen en un criterio que es cuidar el activo más
valioso que tienen el país.

Manifestó  su  apoyo  también  a  la  decisión  de
aplicar  las  normas  de  las  sociedades  anónimas  a  la  empresa,  lo  que
garantiza la transparencia, en el más amplio sentido, por estar sometida a un
proceso  de  fluidez  de  la  información,  al  tener  que  informar  hechos
esenciales,  reservados,  etc.  La  regulación  que  hoy  día  tiene  la
Superintendencia  de  sociedades  anónimas  sobre  la  empresa  es  de  una
cabalidad e integridad que debe dar tranquilidad y garantizar la transparencia
de Codelco.

Indicó que el proyecto también entrega genuinas
atribuciones  al  directorio,  lo  que  le  da  una  legitimidad  que  debiera
traspasarse  al  resto  de  la  administración  de  la  compañía,  en  todos  los
sentidos.

En  lo  que  dice  relación  con  los  contrapesos
externos, indicó que está el control de la Honorable Cámara de Diputados y
de las Superintendencias. Advirtió que, también, existen controles internos,
como el comité de directores que tendrá un rol relevante en lo que se refiere
a operaciones relacionadas y auditorías.

Expresó  que,  sin  embargo,  se  produce  una
interrogante válida acerca de si  las potestades que se le  están dando al
directorio son suficientes para que cambien los hábitos en la empresa y que
exista el máximo de claridad en las estructuras de Codelco, a fin de lograr
una  estructura  moderna,  actualizada,  de  manera  de  encadenar  las
decisiones hacia un objetivo único, el bien de la compañía. Añadió que hay
una gran responsabilidad de parte del directorio, porque es necesario que
tenga la capacidad de transmitir, de difundir estas nuevas prácticas al resto
de la empresa.

Destacó  el  buen  equilibrio  histórico  que  existe
entre la explotación estatal y privada del cobre. Destacó que un 70% de la
explotación minera la hace el sector privado. Añadió que si bien la empresa
ha tenido fracturas no se puede hablar  de corrupción en Codelco,  por  el
tamaño  de  ella.  Agregó  que,  en  su  momento,  fue  nacionalizada  por  la
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unanimidad del Congreso y, ahora, se ha logrado un buen equilibrio entre lo
que está en manos privadas y lo que debe mantenerse en manos públicas.

En otro orden de ideas, manifestó que fortalecer el
directorio  formará  un  ciclo  virtuoso,  desde  el  plan  de  negocios  al
financiamiento. Indicó que la reforma de fondo la constituye la modificación
del  directorio  la  que,  coincidiendo con las atribuciones de las sociedades
anónimas abiertas, le permitirá tener un rol extremadamente amplio y de alta
responsabilidad, desde fijar los planes de negocios y el financiamiento de los
proyectos hasta como proyectar excedentes.

Indicó  que  hoy  los  gastos  de  producción  de
Codelco están en un dólar treinta centavos, lo que es bastante alto. Por otra
parte, explicó que el objetivo de los trabajadores es maximizar sus rentas y
no la empresa. Advirtió que, por la importancia que se les ha dado a los
empleados en la compañía, no existe un equilibrio entre ambos intereses.

Señaló también que hay claras deficiencias en el
modelo y estructura de la organización de Codelco si  se la  compara con
otras empresas privadas, en especial, en la forma de organizarse, ya que no
se nota un grado de modernización en la gestión interna de la empresa.

Luego, indicó que este año acontece una situación
muy especial desde que se constituyó la empresa en el año 1976, pues en
su peor época ha generado excedentes por trescientos millones de dólares
anuales y en el mejor momento ha generado ocho mil millones de dólares.
Observó que tales situaciones, tan diametralmente distintas, significan dos
estructuras de financiamiento de la caja pública, de los compromisos y de las
cargas  fiscales.  Destacó  que  este  año  se  vislumbra  una  mejora  en  los
precios del cobre, pero que, igualmente, se encuentran cercanos al periodo
más bajo de retribución de Codelco al presupuesto nacional.

Agregó que el nuevo modelo viene a clarificar y
perfeccionar varios vacíos.  Añadió que la creación de este directorio más
dinámico obligará, de cara al Ministerio de Hacienda, a la fiscalización y al
desarrollo  y  la  competencia  con  otras  empresas,  a  ir  perfeccionando  los
temas  pendientes,  tales  como  COCHILCO  y  los  dineros  a  las  Fuerzas
Armadas.

Hizo  presente  que  minera  Escondida  ha
reactivado proyectos por seis mil  setecientos millones de dólares, por ello
hizo presente que los mil  millones de dólares que se están inyectando a
Codelco no es un gran monto, pero le permitirá estar en una mejor situación.

Enfatizó  que  la  relevancia  de  Codelco  en  las
finanzas del país es muy importante, a modo de ejemplo, citó que el proyecto
Gabriela Mistral ha sido el mayor aporte individual al Producto Interno Bruto
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(PIB)  del  año 2008,  con un 0,4%,  lo  que refleja  la  envergadura de cada
proyecto minero y su importancia para el país.

Agregó  que  Codelco  debe  diversificar  la
explotación de metales y no depender solamente del cobre. Indicó que todas
las grandes empresas mineras del mundo explotan cuatro o cinco minerales
distintos, para no depender solamente de uno, dada la alta volatilidad de los
precios. Por esta misma razón, recomendó proponer un fondo anticíclico del
capital de explotación, ya que no es posible que la empresa tenga cada año
que negociar  sus  requerimientos  de  capital,  pues debe tener  un  plan  de
negocios de cara al futuro que le otorgue mayor visión y tranquilidad.

Indicó que el diseño de finanzas corporativas se
encuentra  contenido,  citó  como  ejemplo  el  denominado  “Davilazo”,  que
inhibió a Codelco a adoptar decisiones correctas desde hace tiempo, por una
mala gestión o por una gestión oscura de una persona. Explicó que el año
pasado se podría haber tomado una mayor cobertura de futuro cuando el
precio del cobre se encontraba a tres o cuatro dólares, lo que hubiera sido
una buena decisión.

Finalmente, entre las cosas positivas destacó las
inversiones en exploraciones, que aseguran reservas por cincuenta años, y
que los futuros miembros del directorio deberán responder sobre decisiones
que  afectan  el  patrimonio  de  la  empresa  y  que  no  estará  compuesto
solamente por funcionarios designados por el gobierno de turno.

A  continuación,  el Director  del  Programa  de
Justicia del Instituto Libertad y Desarrollo,  señor Rodrigo Delaveau, señaló
que la Corporación Nacional del Cobre de Chile es la empresa más grande
del país y el mayor productor de cobre del mundo. Añadió que, con el objeto
de  maximizar  su  valor  económico  y  hacer  más  eficiente  su  proceso
productivo,  resulta  necesaria  e  indispensable  la  reforma  y  el
perfeccionamiento de su estructura administrativa. Para ello, agregó, dichas
enmiendas  deben  tener  como  fundamento  tres  principios  fundamentales:
excelencia, visión de Estado, y transparencia.

Expresó que la excelencia apunta a que Codelco
requiere  contar  con  un  gobierno  corporativo  de  personas  altamente
calificadas, que lleve a cabo una gestión eficiente y con claras orientaciones
comerciales, en especial, si se considera el ambiente exigente y competitivo
en el que la empresa desenvuelve.

Luego, indicó que la visión de Estado supone dar
por  superada la  idea que  el  dueño  de Codelco  es  el  gobierno de turno.
Precisó que, en efecto, se trata de una empresa estatal y no gubernamental,
que refleja que existen titulares (todos los chilenos) de la propiedad de la
compañía,  donde  el  gobierno  de  turno  manifiesta  sólo  al  controlador  del
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momento,  o  -por  decirlo  de  alguna  manera-  a  quien  ostenta  la  mayoría
momentánea.

Finalmente, destacó que la transparencia apunta a
que  se  requiere  continuar  avanzando  en  materia  de  hacer  aplicable  a
Codelco,  por  ley,  las  normas  que  sobre  transparencia  y  entrega  de
información son exigidas a las sociedades anónimas abiertas.

Agregó  que  estos  principios  básicos,  fundan,
atraviesan y limitan transversalmente todo el proyecto. Precisó que todas y
cada una de las reformas introducidas deben estar en plena sintonía con los
principios enunciados.

Señaló que, de este modo, existen una serie de
materias a  lo  largo del  proyecto,  que debieran reflejar  estos  ideales.  Por
ejemplo, el rol de los directores. Al respecto, afirmó que el directorio es el
órgano de administración por antonomasia, por tanto, la calidad de la gestión
tiene una relación directa con la calidad profesional de sus integrantes. Esto
debiera reflejarse en la medida que los mecanismos establecidos para su
designación  establezcan  filtros  para  evitar  las  designaciones  meramente
políticas, o bien, requisitos mínimos de alto estándar de manera de asegurar
la  excelencia  de  las  personas  elegidas.  Asimismo,  estas  designaciones
debieran tener presente una visión de largo plazo, más allá de la mayoría de
turno,  que sea fiel  reflejo  de  que  se  trata  de  una  empresa  de  todos  los
chilenos.  Por  último,  la  representación  minoritaria  de  los  “titulares”  de  la
empresa -en la medida que cuenten con las facultades necesarias- deben
ejercer el rol de transparentar los acuerdos y medidas que la mayoría adopte,
facilitando  así  su  control  jurídico,  económico  y  político  por  parte  de  la
ciudadanía.

Además,  explicó  que  se  establece  que  los
directores así designados deberán integrar el comité de directores a que se
refiere el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas,
figura que se hace aplicable a Codelco. De este modo, las principales tareas
de este órgano consisten en apoyar al directorio en el mejoramiento continuo
de  los  controles  internos;  revisar  los  informes  de  auditores  externos;
proponer el nombramiento de éstos, y ejercer un control ex ante sobre las
posibles operaciones a realizarse con partes relacionadas.

Asimismo,  indicó  que  el  rol  de  fiscalización
también  lo  ejercerá  la  Superintendencia  de  Valores,  ahora  en calidad de
permanente y no sujeto ya únicamente a la eventual emisión de bonos.

En  conclusión,  manifestó  que  deben  manejarse
alternativas  de  composición  de  directorio  que  involucren  el  control  de  la
mayoría,  pero sujeto a excelencia,  así como que se dote al  mismo de la
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transparencia e independencia suficiente, que otorgue garantías a la minoría,
todo lo anterior con una visión de largo plazo.

Seguidamente,  afirmó  que la  Honorable Cámara
de Diputados no pierde su rol fiscalizador, pues sin perjuicio que el proyecto
señala el  sometimiento “exclusivo” a la citada Superintendencia, la norma
debe clarificar que no deroga –ni puede derogar- la facultad constitucional de
la Cámara de fiscalizar los actos del gobierno, contenidos en el artículo 52,
Nº 1, de la Carta Fundamental, la cual incluye ciertamente a las empresas
del Estado como Codelco.

Luego, señaló que, debido al tamaño, actividad y
propiedad de la empresa en cuestión, resulta indispensable que las personas
elegidas  presenten  el  grado  necesario  de  independencia.  Añadió  que  lo
anterior  se  consigue  no  sólo  con  las  causales  de  inhabilidad  e
incompatibilidad que el  proyecto establece,  sino que es menester  que se
incorporen las contenidas en la ley de sociedades anónimas.

Explicó que el rol  del Presidente Ejecutivo es, no
obstante su denominación, el de un verdadero gerente general, es designado
y removido por el  directorio,  es responsable de ejecutar los acuerdos del
directorio y de supervisar todas las actividades productivas, administrativas y
financieras de la empresa, en la forma que establece la ley. Añadió que al
Presidente  Ejecutivo  le  son  aplicables  las  normas  sobre  responsabilidad,
atribuciones,  deberes,  derechos,  prohibiciones,  inhabilidades  e
incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como
asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece el proyecto
ley para los directores.

Indicó  que,  sin  perjuicio  que  se  trata  de  un
empresa no conformada bajo la forma social de una sociedad anónima, las
atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a
las juntas de accionistas, con las modificaciones dispuestas en la presente
ley,  corresponderá  ejercerlas  al  Presidente  de  la  República,  quien  podrá
delegar, total o parcialmente, estas atribuciones en el Ministro de Hacienda o
Minería.

Aclaró, también, que, a su juicio, la ley orgánica de
la Contraloría General de la República, con las respectivas atribuciones de
fiscalización, no se deroga por esta ley.

Señaló, en cuanto al gobierno corporativo que se
establece, que el directorio tendrá nueve miembros: uno designado por los
trabajadores; cuatro directamente por el Presidente de la República, y cuatro
designados  por  el  Presidente  de  la  República  a  partir  de  cuatro  ternas
confeccionadas por la Alta Dirección Pública (ADP) aprobadas por los cuatro
quintos (4/5) de sus miembros, los que serán nombrados de a pares. Advirtió
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que debe facultarse a la Alta Dirección Pública para actuar como comité de
búsqueda, de manera que ella misma pueda seleccionar libremente a tres
personas para cada terna, de manera que no se produzca un bloqueo dado
el quórum de cuatro quintos de las mismas. Se debe, por lo tanto, otorgar
flexibilidad a la ADP para poder dar con los nombres requeridos, y que no se
encuentre atado a las actuales restricciones de su propia ley.

Manifestó que, en vista de lo anterior, la indicación
del  ejecutivo  es  positiva  y  apunta  en  la  dirección  correcta,  pero  deben
hacerse  las  modificaciones  del  caso  para  acercarla  a  un  modelo  más
eficiente e independiente, que debe considerar los siguientes aspectos: que
el  Presidente  no pueda rechazar  totalmente  las  ternas  propuestas  por  la
ADP; que la ADP tenga la flexibilidad, actuando como comité de búsqueda,
para conformar libremente sus ternas y escoger las personas más idóneas
para el cargo; establecer la prohibición total en cuanto a que es incompatible
el cargo de funcionario público con el de director de Codelco; extensión de la
fórmula del directorio a otras empresas del Estado, como ENAP y ENAMI.

Finalmente,  expresó,  en cuanto  al  aporte  de mil
millones de dólares, que Codelco es una de las empresas más importantes
del  país,  y,  en  consecuencia,  esta  demanda  por  capitalizaciones  debe
conducirnos  a  una  reflexión  seria  sobre  su  institucionalidad,  ya  que  ella
compite con el sector privado en un mercado a nivel mundial. Advirtió que el
actual  diseño  institucional  ha  dado  reiteradas  pruebas  de  debilidad  e
insuficiencia para que la empresa pueda responder a la altura del desafío y
de  las  expectativas  que  tiene,  razón  por  la  cual  el  proyecto  de  cambio
propuesto debe aprobarse.

Por  su  parte,  el  Honorable  Senador  señor
Prokurica manifestó, en primer lugar, su preocupación por las observaciones
planteadas por el señor Contralor General de la República, en orden a que la
redacción del proyecto sustraería a la empresa del control de esa entidad
fiscalizadora.  Agregó  que  la  intención  nunca  ha  sido  esa,  porque  la
supervisión que hace la Superintendencia de Sociedades Anónimas apunta
más bien a la transparencia económica y de competitividad, pero no a la de
proteger el patrimonio de la compañía, porque esa labor corresponde a los
accionistas, que en este caso son todos los chilenos, por eso es importante
que tanto COCHILCO como la Contraloría mantengan intactas sus funciones.

En segundo lugar, indicó que existe preocupación
entre los Senadores de la Comisión acerca del destino de los mil millones de
dólares que se inyectan a Codelco, en particular, les interesa conocer cuánto
de esos fondos se destinará a la División El  Salvador,  en especial,  a los
proyectos Inca de Oro y San Antonio. Observó que este tema es primordial y
quieren un compromiso del Ministerio de Hacienda al respecto.
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A  su  vez,  el  Honorable  Senador  señor  Núñez
señaló que algunos planteamientos que se han hecho desde el comienzo de
este proyecto no han sido respondidos. En primer término, citó la mantención
de la denominada Ley Reservada del Cobre. Al respecto, indicó que ese 10%
es una carga para Codelco, que no tiene ninguna otra empresa en el mundo,
y  que es  un compromiso de S.E.  la  Presidenta  de la  República  dar  una
solución a este tema. Recordó que se le hizo presente al Ministro de Defensa
Nacional  que  los  recursos  para  las  Fuerzas  Armadas  deben  sacarse  del
presupuesto nacional y no de la compañía. Estimó que a propósito de esta
ley debe tomarse una decisión definitiva.

Enseguida, manifestó que le parece muy bien que
se  inyecten  mil  millones  de  dólares  a  la  empresa,  pero  también  existe
preocupación  entre los representantes de zonas mineras por la decisión de
cerrar en El Salvador la explotación de sulfuros y óxidos. Indicó que todas las
minas se agotan, pero que el caso de El Salvador se han descubierto tres
yacimientos cercanos. Agregó que hay que tener en cuenta la importancia de
esa División para mucha gente de la III Región.

Agregó  que  si  se  quiere  incentivar  la
competitividad  mil  millones  de  dólares  son  pocos  para  Codelco,  si  se
comparan  con  los  seis  mil  setecientos  millones  de  dólares  que  minera
Escondida tiene programados, no obstante la falta de agua y la baja en la ley
del  metal.  Advirtió  que,  al  parecer,  con Codelco  no se  hace un esfuerzo
similar.

Finalmente, señaló también su preocupación por
el  oficio  del  señor  Contralor  General  de  la  República  que  mencionara  el
señor Presidente, relativo a las atribuciones de la Contraloría General de la
República, que se verían menoscabadas.

Luego,  el  Honorable  Senador  señor  Gómez,
señaló  que  este  proyecto  es  importante,  pero  que  existen  algunas
conexiones con otros temas relevantes que no es posible soslayar.

Señaló que el primero, ya mencionado, es el de la
denominada  Ley  Reservada  del  Cobre,  tema  que  se  ha  planteado
reiteradamente y sobre el cual no se ha recibido ninguna respuesta oficial.
Recordó que el año 2007 fueron mil trescientos treinta y nueve millones de
dólares para las Fuerzas Armadas y el año 2008 la cifra ascendió a mil ciento
sesenta millones de dólares.  Precisó que no objeta los montos,  pues las
Fuerzas Armadas requieren de recursos para llevar a cabo sus funciones,
sino el hecho de que se haga a través de una empresa de la importancia que
tiene para Chile como es Codelco, a la cual se le exigen buenos resultados
sin considerar que tiene una carga tan pesada.
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Seguidamente,  planteó  el  tema  del  Fondo  de
Innovación  Tecnológica  (FIC),  el  que  se  está  tratando  en  una  Comisión
especial. Al respecto, dejó constancia que las regiones mineras han recibido
muy pocos recursos. Hizo presente, también, que otro tema importante es la
situación de la falta  de vecindad entre Codelco y los pueblos y ciudades
cercanas a sus instalaciones.

El Ministro de Hacienda, señor Velasco, expresó
que hay consenso en la importancia del proceso de modernización que ha
iniciado Codelco y también en la importancia de los mil millones de dólares
que se le asignan. Asimismo, ofreció enviar la información solicitada por los
señores Senadores.

En lo que respecta a las inversiones, señaló que el
actual Gobierno ha realizado cuantiosos aportes a Codelco, los mayores de
los últimos veinte años. Explicó que este año se seguirá invirtiendo del orden
de los tres mil millones de dólares, de los cuales hay dos mil millones de
dólares financiados y restan mil millones de dólares que se incluyen en el
proyecto.

En  lo  que  dice  relación  con  la  citada  Ley
Reservada del  Cobre,  reconoció que efectivamente es un compromiso de
S.E. la Presidenta de la República y que se encuentra vigente, aunque no
hay  una  fecha  para  su  materialización,  se  comprometió  a  transmitir  la
inquietud  de  la  Comisión  a  S.E.  la  Presidenta  de  la  República,  señora
Bachelet.

Indicó que no es la intención del proyecto sustraer
a  Codelco  de  la  fiscalización  de  la  Contraloría  General  de  la  República.
Precisó que no se modifica la Ley Orgánica de la Contraloría, ni se pretende
alterar sus competencias en relación a la empresa.

A  continuación,  el  Honorable  Senador  señor
Prokurica  consultó  acerca  de  la  aplicación  de  la  Ley  de  Acceso  a  la
Información Pública, conocida como Ley de Transparencia, y de la Ley de
Probidad  Administrativa  a  Codelco  y  las  demás  empresas  públicas,
especialmente en lo referido a los negocios entre personas relacionadas, que
tanto han afectado la imagen de la empresa.

El  señor  Ministro  respondió  que  uno  de  los
principios  fundamentales  del  proyecto  es  fortalecer  los  controles  y
resguardos para evitar los conflictos de intereses al interior de Codelco.

Agregó  que,  además  de  las  normas  legales
mencionadas,  se  concibió  la  estructura  corporativa  que  se  propone,
especialmente el  comité de directores que está compuesto por los cuatro
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directores  independientes,  todo  ello  para  mejorar  el  nivel  de  control  y
fiscalización.

El Asesor Legal del Ministerio de Hacienda, señor
Matías Larraín, complementó lo informado por el señor Ministro de Hacienda.
Al respecto, explicó que existen dos cuerpos normativos que contienen las
normas de aplicación  general  en  materia  de  probidad y  transparencia.  El
primero es el Titulo III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales
de  la  Administración  del  Estado  (LOCBGAE),  artículos  52  a  68,  que
establece el deber para las autoridades de la administración del Estado de
dar cumplimiento estricto al principio de probidad administrativa. El segundo
es la ley Nº 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Sobre  lo  anterior,  afirmó  que  ambos  cuerpos
legales son aplicables a las empresas públicas creadas por ley a través de
una serie de normas especiales que se explican a continuación.

En  cuanto  a  la  ley  de  probidad,  señaló  que
establece el deber para las autoridades de la Administración del Estado de
dar cumplimiento estricto al principio de probidad administrativa, el que se
traduce básicamente en dos deberes positivos para las autoridades públicas:
por una parte, la obligación de confeccionar una declaración de intereses, de
otra parte, la obligación de confeccionar una declaración de patrimonio. Al
respecto,  afirmó  ambos  deberes  son  exigibles  por  la  LOCBGAE  a  las
empresas públicas creadas por ley, incluida Codelco, ya que el artículo 60 A
de la LOCBGAE, a través de una remisión expresa al texto del artículo 37 de
la ley de sociedades anónimas, establece que las obligaciones de declarar
patrimonio  e  intereses  se  extienden  a  los  directores  que  representan  al
Estado  en  las  sociedades  anónimas  en  que  este  fuese  titular  de  un
porcentaje  de  acciones  que  le  permita  designar  uno  o  mas  directores.
Asimismo,  la  obligación  de  declarar  patrimonio  es  exigible  a  aquellos
gerentes de sociedades anónimas cuyo nombramiento se hubiere efectuado
por un directorio integrado mayoritariamente por directores que representen
al Estado o sus organismos y, finalmente, a aquellos directores y gerentes de
empresas  del  Estado  que,  en  virtud  de  leyes  especiales,  se  encuentren
sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas.

A mayor abundamiento, expresó que el artículo 37
de la Ley de Sociedades Anónimas dispone que la obligaciones de declarar
patrimonio e intereses  se aplicará aun cuando de acuerdo a la  ley fuese
necesario mencionar expresamente a la empresa para que se le apliquen las
reglas de las empresas del Estado o las del sector público, como en el caso
de Televisión Nacional de Chile, la Empresa de los Ferrocarriles del Estado,
la Empresa Nacional de Minería, la Corporación Nacional del Cobre de Chile
y  el  Banco  del  Estado  de  Chile.  Añadió  que  frente  a  omisiones  en  las
declaraciones de patrimonio e intereses y en casos de faltas al  deber de
actualizar  periódicamente  las  mismas,  la  ley  de  sociedades  anónimas
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entrega a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) la potestad de
fiscalizar y sancionar tales faltas u omisiones.

A su vez, en relación a la aplicación de la ley, N°
20.285, de Acceso a la Información Pública, conocida también como Ley de
Transparencia, indicó que ella reformuló las normas sobre transparencia y
acceso a la información pública contenidas en la LOCBGAE y estableció un
nueva regulación para el principio de transparencia de la función pública, el
derecho de acceso a la información de los órganos de la administración del
Estado, los procedimientos para el ejercicio del derecho y para su amparo, y
las excepciones a la publicidad de la información.

Agregó  que  se  establecen  dos  normas
particulares:  el  artículo  2,  inciso  tercero,  y  el  artículo  10,  en  cuanto  a  la
aplicación de las normas contenidas en dicha ley a las empresas públicas,
incluida Codelco. Indicó que el artículo 2, inciso tercero, hace aplicable las
disposiciones  que  la  misma  ley  “expresamente  señale”  a  las  empresas
públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que
éste  tenga  participación  accionaria  superior  al  50%  o  mayoría  en  el
directorio. A su vez, el artículo 10 señala expresamente que el principio de la
transparencia es aplicable a las empresas públicas creadas por ley y a las
empresas del  Estado y a las sociedades en que éste tenga participación
accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, tales como Televisión
Nacional  de  Chile,  la  Empresa  Nacional  de  Minería,  la  Empresa  de
Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco
Estado,  aun  cuando  la  ley  respectiva  disponga  que  es  necesario
mencionarlas expresamente para quedar sujetas a las regulaciones de otras
leyes.  Añadió que,  en virtud de dicho principio,  la ley prescribe que tales
empresas deberán mantener a disposición permanente del público, a través
de  sus  sitios  electrónicos,  los  siguientes  antecedentes  debidamente
actualizados: el marco normativo que les sea aplicable; la estructura orgánica
u organización interna; las funciones y competencias de cada una de sus
unidades u órganos internos; los estados financieros y memorias anuales; las
filiales  o  coligadas  y  todas  las  entidades  en  que  tengan  participación,
representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento
normativo  que  la  justifica;  la  composición  de  sus  directorios  y  la
individualización de los responsables de la gestión y administración de la
empresa;  la  información  consolidada  del  personal,  y  toda  remuneración
percibida en el año por cada director, Presidente Ejecutivo o Vicepresidente
Ejecutivo y gerentes responsables de la dirección y administración superior
de  la  empresa,  incluso  aquellas  que  provengan  de  funciones  o  empleos
distintos  del  ejercicio  de  su  cargo  que  le  hayan  sido  conferidos  por  la
empresa, o por concepto de gastos de representación, viáticos, regalías y, en
general, todo otro estipendio. Asimismo, la ley señala que deberá incluirse,
de forma global y consolidada, la remuneración total percibida por el personal
de la empresa. Con todo, el artículo 10 prescribe que las empresas estarán
obligadas a entregar a la SVS o, en su caso, a la Superintendencia a cuya
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fiscalización  se  encuentren sometidas,  la  misma información a que están
obligadas las sociedades anónimas abiertas de conformidad con la ley Nº
18.046.

A  continuación,  el  Ministro  de  Minería,  señor
González,  señaló  la  conveniencia  de  hacer  una  sesión  especial  con  el
Vicepresidente  Ejecutivo  para  dar  a  conocer  el  plan  de  inversiones  de
Codelco, que tiene una proyección de veinte años. En todo caso, recordó
que existe un plan de inversiones de más de diez mil millones de dólares
para los próximos cinco años.

Enfatizó la importancia de despachar esta ley, y
tratar separadamente otras consideraciones. Por ello, manifestó su inquietud
por el hecho de que se agreguen a la discusión otros temas que, si bien son
relevantes, no dicen relación con la idea principal del proyecto.

En lo que respecta a El Salvador, indicó que en
San  Antonio  ya  están  aprobados  doscientos  millones  de  dólares,  entre
fundición y refinería.

El  Honorable  Senador  señor  Orpis  manifestó  su
interés en el pronto despacho del proyecto. No obstante, también representó
al Ministro de Hacienda su inquietud por avanzar en el proyecto sobre Fondo
de Innovación Tecnológica.

En  la  siguiente  sesión,  el Presidente de  la
Federación de Trabajadores del  Cobre (FTC), señor  Raimundo Espinoza,
expresó  que  hay  tres  temas  que  a  su  Federación  le  interesan
particularmente: el financiamiento de Codelco a largo plazo; la mantención
del 10% destinado a las fuerzas armadas, y, por último, la discriminación que
sufre el director que representa a los trabajadores en el proyecto, pues debe
marginarse de las decisiones que los afectan.

Luego,  el  Vicepresidente de  la  entidad,  señor
Héctor Roco se explayó sobre éstos y otros aspectos que inquietan a sus
representados. En primer término, respecto de la representación de todos los
trabajadores de Codelco en el directorio, indicó que les parece un retroceso
la disminución de dos integrantes a uno. Sugirió, en cuanto a la conveniencia
de mantener un número impar no superior a nueve en el directorio, que entre
los cuatro directores nombrados por el Presidente de la República, uno de
ellos sea un profesional que trabajando o no en la empresa, sea elegido por
el Presidente a partir de quinas propuestas por las Federaciones Sindicales
Nacionales vigentes en la compañía.

Manifestó  que  les  resulta  inaceptable  el  trato
discriminatorio e injustificado que, a su juicio, tiene el director elegido por los
trabajadores de la empresa, al considerar el proyecto que tiene interés en los
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actos,  negociaciones,  contratos  o  negociaciones  atingentes  a  los
trabajadores, por lo que se le obliga a abstenerse en todas las materias que
impactan  a  ellos.  Estimó  que  dicha  propuesta  del  Ejecutivo  confunde  el
procedimiento  de  nombramiento  con  la  representación  exclusiva  de  los
intereses de quienes lo eligieron.

Indicó  que  esta  mirada  prejuiciosa  y  atrasada,
respecto de lo que debe ser una buena relación con los trabajadores, niega
un elemento esencial de un buen gobierno corporativo, a saber, que todos
los accionistas son iguales y que la ley de sociedades anónimas dispone que
cada director debe actuar protegiendo el interés de todos los accionistas y no
solamente de aquellos que lo eligieron.

Luego,  valoró  positivamente  que  la  máxima
instancia  de  administración  de  Codelco  se  conforme  con  una  lógica  de
empresa del Estado y no exclusivamente del gobierno de turno. Por ello les
parece  acertada  la  incorporación  de  cuatro  directores  nombrados  por  el
Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo
por el Consejo de Alta Dirección Pública, según los mecanismos definidos en
la ley. En esta misma línea, señaló que resultan positivas y adecuadas las
remociones parciales, en periodos alternativos y sucesivos, con el fin de que
tanto  el  nombramiento  como  la  remoción  de  los  directores  no  estén
exclusivamente sujetos a los ciclos políticos de los gobiernos de turno.

En otro orden de ideas, planteó que la empresa
ha visto deteriorada su capacidad de endeudamiento, por ejemplo, en el año
2004 los bonos emitidos por la compañía obtenían una tasa anual del 4,8%,
emisiones que, al mismo plazo de 10 años, obtenían el 2009 una valor del
7,5%. Añadió que, teniendo presente que Codelco debe llevar adelante los
proyectos  estructurales  si  quiere  mantener  su  competitividad,  se  hace
imprescindible una política de capitalización de la empresa para los próximos
cuatro años, la que debería ser capaz de generar recursos del orden de los
trescientos  a  quinientos  millones  de  dólares,  a  fin  de  seguir  aportando
recursos a las arcas fiscales, las que, en los últimos tres años, alcanzan a
alrededor de veintidós mil millones de dólares. Advirtió que, de no llevarse a
cabo esta política de capitalización, es inevitable un deterioro importante de
la calidad crediticia de la empresa.

En este contexto, reconoció y resaltó la potente
señal  entregada  por  el  Gobierno  de  S.E.  la  Presidenta  de  la  República,
señora Bachelet, a fin de capitalizar la empresa en mil millones de dólares.

Indicó  que  el  futuro  de  Codelco  está  en  juego,
pues  debe  concretar  exitosamente  su  programa  de  inversiones  y  sus
proyectos estructurales. Añadió que el siguiente paso es buscar una fórmula
eficaz  que  garantice  una  política  de  capitalización  permanente  de  la
empresa.
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Para estos  efectos,  expresó que  los  Congresos
Nacionales  de  la  Federación  N°s  58  y  60,  han  acordado  proponer  dos
alternativas: la primera, que el plan de negocios y desarrollo de Codelco sea
el  principal  instrumento  de  gestión,  en  cuya  formulación  deberán
considerarse,  a  lo  menos,  las  metas  anuales  de  producción,  costos,
rentabilidad,  e  inversión  para  los  próximos  cinco  años,  como  también
explicitarse las políticas de traspaso de utilidades, el monto de capitalización.
Añadió que, a más tardar el treinta de octubre de cada año, el Presidente de
la República, mediante decreto supremo exento de los Ministerios de Minería
y de Hacienda, aprobará el plan de negocios y desarrollo y las políticas de
traspaso de utilidades y de endeudamiento de la compañía para los próximos
cinco  años,  determinando,  además,  el  porcentaje  de  las  utilidades  netas
correspondientes  al  ejercicio  siguiente  que la  empresa deberá  enterar  en
arcas fiscales.

Explicó  que  la  segunda  alternativa,  consiste  en
establecer con claridad una política de dividendos para Codelco, dotando al
directorio de la facultad de proponer al dueño la capitalización anual de al
menos hasta 20% de las utilidades netas.

Luego se refirió a la Ley Reservada del Cobre e
impuestos  discriminatorios.  Al  respecto,  señaló  que,  desde  hace  varias
décadas,  su  organización  viene  sosteniendo  la  necesidad  de  derogar  la
actual legislación que obliga a la Corporación Nacional del Cobre a destinar
el 10% del valor de sus exportaciones a gastos reservados de las Fuerzas
Armadas chilenas (Ley Reservada N° 13.196). Añadió que la Federación ha
sostenido permanentemente que dicha obligación es discriminatoria e injusta,
impactando negativamente la  competitividad,  las políticas de desarrollo  y,
especialmente,  su  internacionalización  y  su  clasificación  de  riesgo  para
optimizar la gestión financiera de la Corporación. Destacó que las Fuerzas
Armadas deben contar con un plan plurianual de financiamiento, el que debe
actualizarse y aprobarse anualmente en la Ley de Presupuestos.

Por  otra  parte,  manifestó  que  la  Federación  de
Trabajadores del Cobre también estima inapropiado el impuesto adicional del
decreto ley N° 2.398, que grava en 40% sus rentas, el cual no se aplica a las
empresas del sector privado.

En otro orden de materias, apoyó que a Codelco
se le hagan exigibles todas las normas de transparencia aplicables a sus
competidores,  a  lo  que  debe  agregarse  todas  las  informaciones  que
demanda  la  Superintendencia  de  Valores  a  las  Sociedades  Anónimas
Abiertas.

Sugirió que, además, se establezca la obligación
a  Codelco  de  concurrir  al  Parlamento  una  o  dos  veces  al  año,  a  fin  de
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entregar información a las Comisiones unidas de Minería y Hacienda, sobre
las actividades relevantes de la empresa, tales, como, planes de desarrollo,
políticas y resultados en materia de responsabilidad social,  trabajadores y
otras que puedan ser de interés público.

También se refirió a la necesidad de derogar el
artículo 8° transitorio del decreto ley N° 1.350, de 1976, que creó Codelco, y
que dispone que la  Corporación  se  considerará  empleador  independiente
respecto de cada una de las faenas,  oficinas o centros de trabajo,  léase
actuales divisiones y oficina central, para los efectos previstos en el párrafo I
del Título VIII de la ley N° 16.744 y en el decreto con fuerza de ley N° 313 de
1956 y sus modificaciones posteriores. Explicó que con la derogación del
citado artículo 8° transitorio, no se impediría mantener el actual sistema de
negociaciones colectivas y se solucionaría definitivamente el  obstáculo de
dotación insuficiente para conservar la administración delegada del seguro
contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, que
afecta a las Divisiones Andina y Salvador y permitiría incorporar al mismo, al
personal de la casa central y de la nueva División Ventanas.

Por  último,  respecto  al  plan  de  desarrollo  del
complejo  minero  metalúrgico  Codelco  III  Región,  en  el  marco  de  la
responsabilidad social empresarial de la empresa y de la viabilidad de los
negocios mineros rentables de tamaño medio, propuso prolongar la vida útil
del citado complejo, mediante el impulso de un conjunto de acciones en el
corto plazo, tales como: concreción del proyecto San Antonio; alargamiento
de  la  línea  de  óxidos  de  Salvador  al  año  2010;  acelerar  el  proyecto  de
lixiviación in situ de la mina El Salvador; desarrollo por parte de Codelco del
proyecto Inca de Oro; inversión en innovación y mejoramientos tecnológicos
de la fundición y refinería potrerillos, y aprovechar la capacidad instalada de
la división para recibir el mineral producido por los pequeños mineros de la
Región, estimulando a la pequeña y mediana minería regional y, al mismo
tiempo, incrementando el abastecimiento de la fundición y refinería.

A continuación,  hizo uso de la  palabra el  señor
Juan Villarzú, quien manifestó que es necesario tener presente que Codelco
es una empresa de clase mundial. Añadió que, por tanto, requiere de una
gestión  de  excelencia  para  mantener  su  competitividad  y  maximizar  la
creación de valor para todos los chilenos, que es el objeto central, lo que
justifica a la empresa.

Desde esa perspectiva, agregó que no cabe duda
que un directorio profesional y un equipo de ejecutivos de primer nivel son
condiciones necesarias para lograr ese objetivo. Sin embargo, advirtió que
no son condiciones suficientes y, particularmente, en el caso de Codelco, los
mejores directores y equipo de ejecutivos pueden fracasar si no cuentan con
los medios y las atribuciones para desplegar sus capacidades. Añadió que el
problema de fondo de la empresa no es tanto la composición del directorio ni
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la repartición de poder entre el directorio y el Presidente Ejecutivo, sino el
hecho  de  que  la  compañía  está  sujeta  a  una  serie  de  restricciones
ambientales y de otra naturaleza que impiden que pueda desplegar toda su
capacidad de gestión. Al respecto, precisó que, en su opinión, la debilidad
elemental del proyecto es que no dice nada en relación a esas cuestiones y,
básicamente,  pretende  dar  la  idea  de  que  modificando  el  directorio  se
resuelven los problemas de Codelco.

Advirtió que es dañino crear esa expectativa, ya
que puede conducir eventualmente a un problema político mayor, porque, no
obstante,  instalarse  un  directorio  distinguido,  con  profesionales  e
independientes, puede encontrarse con que no está en condiciones de poder
operar o de cumplir con lo que se estima mínimo para justificarse como una
empresa, lo que necesariamente generará un conflicto.

En su opinión, debe aprovecharse la oportunidad
para discutir a fondo cuáles son los problemas que limitan la capacidad de
Codelco  para  ser  una  empresa  competitiva,  de  manera  de  tratar  de
enfrentarlos ahora.

Señaló que los principales problemas se pueden
sintetizar,  en su opinión,  en cinco: la ambigüedad institucional;  el  sistema
presupuestario,  rol  del Ministerio de Hacienda e inversiones en planes de
negocios;  restricciones  comerciales;  incentivos  de  remuneraciones  y  la
modalidad de fiscalización.

Respecto al primer punto, señaló que es evidente,
pues existe desde hace mucho tiempo. Añadió que lo pudo comprobar en los
nueve años que estuvo en la presidencia. Indicó que existe una diferencia de
interpretación  en distintos  ámbitos  del  liderazgo de la  elite  del  país  y  de
instituciones como la Contraloría, el Congreso, respecto, por ejemplo, si a
Codelco le son aplicables o no las normas de la Ley de Bases Generales de
la Administración del Estado y, por ende, también las normas de la Ley de
Administración Financiera del Estado.

Explicó  que,  según  Codelco  y  según  su
interpretación de la actual ley de la empresa, no le son aplicables. Añadió
que, sin embargo, esa no es la opinión ni de la Contraloría ni la de otras
instituciones,  por  lo  que  parece  absurdo  dictar  una  nueva  ley  para  la
compañía  y  no  aprovechar  de  zanjar  este  tema definitivamente,  diciendo
explícitamente si a ella se le aplican o no se le aplican las normas de la Ley
de Bases, en definitiva, para despejar el tema. Reiteró que, en su opinión, no
deberían aplicarse.

Por  su  parte,  el  Honorable  Senador  señor
Prokurica  acotó  que  más  que  una  interpretación  jurídica,  la  Comisión
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requiere  su  opinión  acerca  de  qué  es  lo  que  le  convendría  a  Codelco,
considerando su vasta experiencia en la empresa.

Retomó  la  palabra  el  señor  Villarzú,  quien
manifestó su convencimiento de que Codelco necesita poder operar como
empresa, y que la distinción respecto de la propiedad esté más bien referida
a que las acciones están en manos del Estado, sin que para ningún otro
efecto sea considerada una empresa del Estado.

Agregó, a vía ejemplar, que desde que se la hizo
parte de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, de la
Ley  de  la  Administración  Financiera  del  Estado,  se  abrió  el  tema  de  la
responsabilidad en lo penal de los ejecutivos de Codelco. Añadió que, en la
medida que ese tema esté sobre la mesa, es difícil que la empresa pueda, en
el mediano plazo, contar con un equipo de ejecutivos dispuestos a tomar
decisiones riesgosas,  porque cualquier decisión riesgosa que tenga como
resultado  una  pérdida  patrimonial,  podrá  ser  considerada  como  una
malversación  y  tendrá  un  tratamiento  muy  distinto  al  de  un  trabajador
privado.

Estimó  que  es  muy  difícil  compatibilizar  la
característica esencial de una empresa, que es la de asumir riesgos, con el
que sea considerada, para los efectos institucionales y legales, una empresa
del Estado. Agregó que su alegato de fondo es que si se quiere que Codelco
despliegue todas sus capacidades, es necesario dejarla ser empresa y eso
significa, en su concepto, que no puede ser parte o ser tratada como una
empresa del Estado o no se le pueden aplicar las normas de las empresas
públicas, ya que tiene que existir  un trato distinto.  Precisó que ese fue el
sentido  de  la  ley  vigente,  y  por  eso  le  dio  el  carácter  a  Codelco  de
continuadora  legal  de  las  empresas  privadas  que  fueron  nacionalizadas.
Reiteró  que  ese  es  el  sentido  de  la  ley,  que  con  el  tiempo  se  fue
distorsionando.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que
entendía el planteamiento, desde el punto de vista de la administración. Sin
embargo, manifestó que le preocupa igualar la responsabilidad de la pérdida
de los bienes de esta Empresa, con los de una empresa privada, porque la
empresa privada se rige por las normas de la Superintendencia, y cuando
alguien  se  apropia  de  sus  bienes,  es  problema de  sus  accionistas,  pero
cuando se pierde un bien de Codelco se está perdiendo el patrimonio de
todos los chilenos, entonces no es lo mismo que se pierda un bien de una
empresa privada que de una empresa del Estado.

A su vez,  el  Honorable Senador señor  Senador
Orpis indicó que hay un problema que no se ha mencionado, que está muy
vinculado a lo que se plantea. Al respecto, distinguió cuando una empresa es
del Estado a cuando una empresa es del gobierno de turno. Precisó que, en
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este  último  caso,  es  inevitable  operar  con  una  Ley  de  Administración
Financiera  del  Estado.  Agregó  que  cuando  la  empresa  es  del  Estado  la
proyección es distinta, pues la aproximación es diferente, porque va más allá
de  la  coyuntura.  Por  ello,  advirtió  que  mientras  sean  empresas  de  los
gobiernos  es  inevitable  que  se  tenga  que  aplicar  todo  el  tema  de
fiscalización.

Indicó el señor Villarzú que Codelco tiene que ser
vista por los chilenos como una empresa del Estado, que se encuentra al
margen de la coyuntura política. Puntualizó que la ley debería apuntar en esa
dirección, y que por eso es tan importante la discusión respecto del carácter
que se le quiere dar.

Añadió que esto tiene que ver con una cuestión
más central, lo difícil que es compatibilizar el manejo de los riesgos cuando
se  trata  de  una  propiedad  estatal,  a  diferencia  de  lo  que  pasa  en  una
propiedad  privada.  Opinó  que  con  Codelco  hay  que  compatibilizar  su
carácter de propiedad de todos los chilenos, más allá de un gobierno de
turno, con su calidad de empresa, de manera que pueda actuar como tal.
Reiteró que es de la esencia de la empresa tomar riesgos y esto implica
adoptar algunas decisiones que son buenas y otras malas. Si cada decisión
equivocada  o  que  implica  un  deterioro  patrimonial  está  sujeta  a  un
tratamiento legal que eventualmente puede terminar con el ejecutivo preso,
la empresa no va a tener los ejecutivos que necesita.

Reflexionó  que  habrá  que  buscar  mecanismos
como fortalecer las contralorías internas; el comité de auditoría del directorio;
tener  dos  auditores  externos,  en  fin,  establecer  normas  de  transparencia
especiales que garanticen sus bienes, pero, lo que no se puede pretender es
que Codelco gane dinero, maximice las ganancias de todos los chilenos y, al
mismo tiempo, opere y se le apliquen las normas del sector público, porque
son lógicas distintas. A su juicio, ese es el problema central de este proyecto,
que se evade, una vez más, la discusión de fondo, que desde luego es muy
compleja.

Mencionó que esto tiene que ver también con el
tipo de fiscalización que realiza la  Cámara de Diputados,  la  cual  tiene la
responsabilidad de fiscalizar los actos políticos. Al respecto, puntualizó que
Codelco no realiza actos de gobierno, sino que actos comerciales.

Acotó el Honorable Senador señor Prokurica que
la Constitución dice “los actos del Gobierno” y no “de gobierno”, y los actos
del Gobierno se extienden a las empresas del Estado.

Continuó el señor Villarzú, explicando el segundo
punto  central,  que  no  hay  una  empresa  de  la  gran  minería  que  pueda
funcionar con un presupuesto anual  y que no sepa si  al  año siguiente el

44



Ministro de Hacienda le va a autorizar, incluso el poder cubrir las inversiones
o las deudas de arrastre, de hecho, en el proyecto se establece que hay que
explicitarlas,  es  obvio  que  debe  explicitarse,  pero  el  tema  es  otro,  es  la
mirada a largo plazo, no hay manera de manejar una empresa si no se tiene
una visión de largo plazo, si no se tiene un plan a largo plazo, y en el caso de
la  minería,  eso  pasa  fundamentalmente  por  un  gran  plan  de  inversión,
particularmente en el caso de Codelco, que tiene treinta y cinco millones de
toneladas de cobre en reservas.

Recordó que en el proyecto que presentaron en el
año 1994, se propuso y lo aceptó Hacienda, construir un plan sexenal que
contemplaba metas de producción, y en la medida que el directorio de la
compañía  operaba  dentro  de  ese  presupuesto,  no  requería  autorización
adicional de Hacienda, porque estaba dentro del marco presupuesto, lo que
le daba una autonomía relativa. Indicó que nada de eso se toca ahora, y
realmente  se  presentan  conflictos  que  no  son  menores.  A  vía  ejemplar,
agregó que a  la  Dirección  de Presupuestos  lo  que le  interesa es  que le
entreguen una mayor cantidad de recursos, y para eso, se fija un precio del
cobre  y  el  excedente  que  va  por  encima  del  precio  del  cobre  no  va  al
Presupuesto, sino que va al Fondo de Estabilización. Añadió que Codelco
tiene que dejar de hacer negocios para cumplir con la norma presupuestaria.
Precisó la capitalización de mil millones de dólares es una cifra ridícula, si se
piensa en lo que ha sido el aporte de la empresa al país.

En  el  ámbito  de  las  restricciones  comerciales,
formuló solamente algunas menciones, aunque manifestó que hay muchas.
En  primer  término,  la  Ley  Reservada  del  Cobre,  que  no  tiene  ninguna
justificación,  constituye  un  exceso  y  que  todavía  no  se  puede  resolver
políticamente. Agregó que afecta las decisiones de la compañía, pues hace
que las rentabilidades sean distintas, y genera problemas bastantes serios
en las relaciones internacionales.

En  lo  que  dice  relación  con  el  tema  de  la
disposición de los activos que preocupa a la mediana minería, señaló que
Codelco tiene veinte, ochenta o cien yacimientos identificados, pero que por
su tamaño no son de su interés. Agregó que el proceso para liberar esos
activos es complejo, ya que existen restricciones para su disposición, siendo
que hoy en día se buscan nuevos proyectos de tamaño medio para poder
desarrollar el programa de la mediana minería. Sobre lo anterior, propuso
que ese tema podría resolverse en el proyecto en estudio.

Manifestó  que  otro  tema  que  hay  que  tener
presente es el de los incentivos y remuneraciones de los trabajadores y de
los  ejecutivos,  ya  que  si  se  quiere  mantener  una  empresa  de  clase  de
mundial hay que dotarla de los mejores ejecutivos. Añadió que hoy en día
existen serias limitaciones en relación a los sueldos.
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Por último, en relación a la fiscalización, expresó
que  empresas  como  Codelco  requieren  auditorías  externas,  porque  se
encuentra  afecta  a  las  mismas  normas  de  cualquier  sociedad  anónima
abierta.  Además,  estará  afecta  a  la  supervisión  directa  de  la
Superintendencia  de  Valores  y  Seguros.  Propuso  fortalecer  la  auditoría
interna de Codelco, dependiendo del comité de auditoria del directorio, pues
ese instrumento, en su opinión, no se ha utilizado a plenitud.

Por otra parte, manifestó su preocupación por la
fiscalización de COCHILCO, porque además dicha institución cumple con el
rol  de asesor de política minera del Ministerio de Minería, generando una
confusión de roles, con lo que se crea más trabas.

En resumen, señaló que se está ante un proyecto
más publicitario que de fondo, el cual pretende dar la sensación de que se
está haciendo un gran cambio en la conducción de Codelco y la verdad es
que,  en  su  opinión,  se  están  escondiendo los  problemas,  con lo  que  se
pospone la discusión de fondo y lo que es peor, se va a crear una condición
de frustración, de conflicto en un directorio que a corto andar verá que está
mucho más imposibilitado de hacer lo que el país le exige. Añadió que, en
esas  circunstancias,  es  mejor  la  legislación  actual  que  el  proyecto  en
discusión.

A  continuación,  el  Contralor  General  de  la
República, señor Ramiro Mendoza, manifestó sus aprensiones acerca de la
redacción  de  algunas  normas  del  proyecto  de  ley  que,  en  su  opinión,
alterarían  el  régimen  de  fiscalización  a  que  está  sujeta  actualmente  la
Corporación en virtud de lo dispuesto en el  artículo 12 del decreto ley N°
1.349, que crea la Comisión Chilena del Cobre.

Agregó que, por su parte el artículo 1° del decreto
ley N° 1.350, de 1976, que se propone modificar, se refiere a la creación de
la  Corporación,  a  su  naturaleza,  duración,  y  relación  con  el  Gobierno,  y
precisa también el estatuto jurídico que le es aplicable, pero no contempla
regla alguna acerca del régimen de fiscalización a que está sometida, por ser
ello  innecesario  a  la  luz  de  lo  señalado.  Sin  embargo,  indicó  que  en  el
proyecto de ley en trámite se propone agregar en el texto actual de dicho
artículo 1°, en lo que interesa, precisamente una frase concerniente al futuro
régimen  de  fiscalización  de  Codelco,  en  términos  de  que  lo  estaría
"exclusivamente  a  la  fiscalización  de  la  Superintendencia  de  Valores  y
Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin
perjuicio de las atribuciones y facultades de la Comisión Chilena del Cobre
en la materia, y".

En  su  opinión,  esta  modificación  importa  un
cambio substancial del régimen de fiscalización vigente, en la medida que no
deja a salvo expresamente -como sí  lo hace con respecto a la  Comisión
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Chilena del Cobre- las atribuciones que le corresponden actualmente en la
materia a la Contraloría General de la República, pues derogaría tácitamente
el artículo 12 del decreto ley N° 1.349, de 1976, lo cual afecta severamente a
las  atribuciones  de  esta  Entidad  en  un  ámbito  de  control  especialmente
relevante para los efectos del ejercicio de las funciones que le encomienda el
Capítulo X de la Constitución Política.

Manifestó que es explícito en tal sentido el artículo
98 de la Constitución Política cuando prescribe que la Contraloría General,
en su condición de organismo autónomo, "ejercerá el control de legalidad de
los  actos  de  la  Administración  del  Estado",  complejo  orgánico  del  cual,
indudablemente, forma parte Codelco en su condición de empresa del estado
creada por ley. En efecto, el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administración  del
Estado, comprende, entre los entes que integran el mencionado complejo
orgánico, a las "empresas públicas creadas por ley".

Expresó que de ese control  jurídico  a que está
sometida la Corporación por imperativo de las disposiciones anotadas, deriva
el de orden financiero a que está sujeta, el cual se traduce específicamente,
como  la  Constitución  Política  lo  indica,  en  la  fiscalización  del  ingreso  e
inversión de los fondos públicos, y que la Contraloría General efectúa, en
este caso, conforme a lo prescrito por el artículo 12 del decreto ley N° 1.349,
de 1976, más arriba aludido, disposición que tiene el carácter de ley orgánica
constitucional, conforme a lo prescrito por la disposición cuarta transitoria de
la Carta Fundamental.

Señaló  que,  de  acuerdo  con  el  ordenamiento
constitucional vigente, la empresa Codelco está sometida, en su condición de
empresa  pública  creada  por  ley,  al  control  jurídico  y  financiero  de  la
Contraloría General de la República. Añadió que, resulta evidente, asimismo,
que dicha realidad jurídica es confirmada por la normativa legal vigente a que
se ha aludido. Por lo tanto, precisó que debe necesariamente concluirse que
el artículo 1°, número 1), letra c), del proyecto de ley en trámite, en cuanto
obvia  toda  mención  a  la  Contraloría  General  con  motivo  del  régimen de
fiscalización que establece por la vía de modificar el artículo 1° del decreto
ley N° 1.350, de 1976, no guarda armonía con la Constitución Política de la
República.

En otro orden de ideas, estimó propicia la ocasión
para hacer presente que se ha dicho que Codelco es una empresa de clase
mundial y esa calidad la ha obtenido en la forma en que está concebida, con
las ataduras propias de su naturaleza y una institucionalidad que es muy
clara,  no hay distintas  opiniones ni  ambigüedades como se ha señalado.
Recordó  que  se  han  intentado  declaraciones  de  mera  certeza  por
investigaciones  que  se  realizaron  entre  los  años  1999  al  2007,  que  se
rechazaron en la Corte.
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Agregó que la naturaleza jurídica de la empresa
aparece clara en su propia ley orgánica, la que en su artículo 1° expresa que
“es una empresa del Estado con personalidad jurídica y patrimonio propio”.
Dado que fue creada por una ley, la personalidad jurídica que detenta es de
derecho  público  y  forma  parte  de  la  Administración,  según  lo  señala
específicamente  el  artículo  1°  de  la  Ley  de  Bases  Generales  de  la
Administración del Estado. Indicó que, no obstante lo anterior, las empresas
del Estado, pueden tener particularidades que introduce el legislador en la
ley  creadora  por  lo  que  hay  situaciones  excepcionales.  A  vía  ejemplar,
señaló que hay empresas del Estado cuyos trabajadores están sometidos al
Código del Trabajo y otros en cambio son funcionarios públicos.

Señaló que no es efectivo que la situación penal
de los directores o ejecutivos de las empresas públicas sea más gravosa que
la de los directores de sociedades anónimas, por el contrario, la penalidad
para  los  funcionarios  públicos  es  menor  en  comparación  con  las  penas
contempladas en la Ley de Mercado de Valores.

En lo que respecta a las afirmaciones de que la
fiscalización a las empresas públicas conllevaría una suerte de aversión al
riesgo, indicó que ENAP ha asumido condiciones de riesgo y no se consideró
un delito, las empresas públicas toman riesgos, por eso son empresas y no
servicios públicos, a quienes sí les está vedado tomarlos.

Explicó que de acuerdo al ordenamiento actual, la
fiscalización  está  entregada  a  la  Comisión  Chilena  del  Cobre  y  a  la
Contraloría.  En  principio,  la  mayoría  de  las  decisiones  no  pasa  por
Contraloría, aunque ahora se aumentó el número de resoluciones que va a
toma de razón. Añadió que las empresas del Estado se resisten, porque hay
gastos involucrados, pero es un trámite rápido.

Agregó que normalmente la Contraloría no entra
directamente  a  fiscalizar  a  Codelco,  sino  que  lo  hace  por  medio  de
COCHILCO,  aunque  también  puede  hacerlo  de  oficio  o  por  encargo  del
Presidente de la República, como ocurrió en el denominado “caso Dávila”.

Manifestó que puede que no sea la intención de la
norma sustraer a Codelco de la fiscalización de la Contraloría, pero si  ha
surgido la duda parece sano aclararla. Añadió que la intensidad que se le
quiera dar a la fiscalización es decisión del Congreso, pero es bueno precisar
los efectos.

Finalmente  señaló  que  el  rol  de  la
Superintendencia de Valores y Seguros es resguardar la fe pública de los
actos  financieros,  en  cambio  la  de  Contraloría  está  enfocada  al  aspecto
jurídico y a resguardar el gasto público.
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A continuación se produjo un intercambio de ideas
entre los asistentes y los señores Senadores.

En  primer  lugar,  el  Honorable  Senador  señor
Gómez coincidió en que la norma propuesta genera confusión y le parece
apropiado mantener la estructura fiscalizadora actual con el agregado de la
Superintendencia de Valores y Seguros.

No obstante, indicó que hay observaciones que se
han  hecho  y  que  conviene  aclarar.  En  primer  lugar,  se  ha  dicho  que  la
fiscalización de Contraloría es lenta frente a temas urgentes y entorpece la
gestión; en segundo lugar hay normas complejas como la malversación de
fondos que rigidizan en exceso el manejo presupuestario, y en tercer lugar,
muchas veces la Contraloría hace un análisis del mérito de la operación, lo
que no corresponde.

Por su parte el Honorable Senador señor Núñez
señaló que las empresas públicas deben ser fiscalizadas y que dependerá
del legislador la intensidad de ella. También de qué empresa pública se trate
y de su realidad particular.

En el caso de Codelco, enfatizó que los negocios
mineros  son  esencialmente  riesgosos,  por  ello  debe  ser  distinta  su
fiscalización. A vía ejemplar, señaló que las prospecciones mineras tienen un
altísimo nivel de fracaso, mayor al 80%, pero que igual deben realizarse de
todas maneras. Ante ello, preguntó quién determina si el riesgo fue excesivo
o no.

Indicó  que  COCHILCO  tiene  la  fiscalización
técnica que se complementa con la fiscalización jurídica de la Contraloría,
además  de  las  fiscalizaciones  internas.  Añadió  que  ahora  se  agrega  la
Superintendencia de Valores y Seguros. Opinó que sería un exceso y que
podría dificultar a Codelco mantener su competitividad en un medio tan difícil
como el de las grandes empresas mineras.

El  Honorable  Senador  señor  Gómez,  reiteró  su
inquietud por la mantención de la denominada Ley Reservada del Cobre. Al
respecto, solicitó el pronto envío de un proyecto de ley que la derogue, sin
perjuicio  de dotar  a  las Fuerzas Armadas de los recursos necesarios por
intermedio del presupuesto de la Nación. También solicitó los dictámenes de
la Contraloría acerca de la mencionada ley.

A  su  vez,  el  Honorable  Senador  señor  Orpis
coincidió con el planteamiento del Honorable Senador señor Núñez, pues, en
su  opinión,  es  imposible  hacer  una  empresa  competitiva  de  esa  forma.
Además, señaló que hay que tener en cuenta las facultades de la Cámara de
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Diputados. Agregó que es necesario estudiar cómo resguardar el patrimonio
de Codelco sin agregarle una mayor carga, qué organismos se mantienen y
cuáles no, porque el actual escenario sería inviable.

El Honorable Senador señor Prokurica consultó si
a  Codelco  se  le  aplican  las  leyes  de  Probidad  Administrativa  y  de
Transparencia del Gasto Público, porque un tema que ha sido recurrente en
esta discusión es el de los negocios relacionados de altos ejecutivos que son
socios de empresas que le prestan servicios a Codelco. En el proyecto se
insiste en ese tema y en su opinión es parte de la ineficiencia que aumenta
los costos.

En  segundo  lugar,  no  comparte  la  exclusividad
que en materia de fiscalización le entrega el proyecto a la Superintendencia
de Valores  y  Seguros.  En  su  opinión,  es  necesario  estudiar  la  forma de
coordinar  las  revisiones  para  que  la  empresa  no  pierda  competitividad.
Personalmente  es  partidario  de  traspasar  COCHILCO  a  la  Contraloría,
porque en la actualidad ha perdido objetividad, a veces demoran demasiado
en informar los proyectos, perdiendo oportunidad. Agregó que otra solución
es  que  la  contraloría  interna  de  Codelco  dependiera  de  la  Contraloría
General de la República, para que opere internamente.

Respondiendo  a  estas  inquietudes,  el  señor
Mendoza, señaló que una inquietud recurrente ha sido el temor a la demora
que el control pudiera producir en la toma de decisiones. A este respecto,
señaló  que el  control  se  ejerce  ex ante o  ex post,  el  control  ex ante es
mínimo y se ha dejado sólo para ciertos actos especialmente relevantes y es
también  un  control  de  la  legalidad  del  gasto.  Añadió  que  la  mayoría  es
posterior al acto, en cuyo caso no produce demora alguna porque no hay
intervención en la decisión administrativa, sólo en la legalidad del gasto.

Agregó respondiendo la inquietud del  Honorable
Senador  señor  Núñez,  que  la  Contraloría  no  entra  al  mérito  o  a  la
oportunidad  en  el  caso  de  las  inversiones  riesgosas,  como  las
prospecciones, pues la capacidad y competencia de la Contraloría General
es limitada por el propio ordenamiento jurídico.

Expresó que sin duda a Codelco se le aplican las
leyes  de  Probidad  Administrativa  y  de  Acceso  a  la  Información  Pública,
porque son normas de aplicación general.

En  relación  con  la  inquietud  del  Honorable
Senador  señor  Orpis  señaló  que  la  fiscalización  de  COCHILCO  y  la
Contraloría General es una sola, porque se hace en conjunto por intermedio
de COCHILCO. Agregó que no se puede desconocer que el rol fiscalizador
es extendido, pero hay a lo menos dos controles que están establecidos en
la Constitución Política, el  de la Cámara de Diputados contemplada en el
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artículo 52 y el de la Contraloría General de la República contenida en el
artículo 98 de la Carta Fundamental.

Luego  de  la  discusión  antes  transcrita,  la
Comisión,  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  solicitó  al  Ejecutivo,
representado por el  Ministro de Hacienda, señor Velasco, y el Ministro de
Minería, señor González, que, a fin de llegar a un acuerdo en el despacho
del proyecto en estudio, debían observar los siguientes cuatro puntos:

1.- Presentar una indicación que resuelva el tema
de la fiscalización, a fin de seguir permitiendo que la empresa sea fiscalizada
por la Contraloría General de la República. Dejó constancia la Comisión que
dicha indicación debía ser de tal tenor que no representara un cambio en la
actual situación.

2.- Exponer un plan de inversiones de largo plazo
de la compañía.

3.-  Responder cuándo se cumpliría en enviar el
proyecto que deroga la denominada Ley Reservada del Cobre.

4.-  Respecto  al  Fondo  de  Innovación  y
Competitividad, presentar, a la brevedad, el desglose del proyecto, por una
parte,  para  crear  la  institucionalidad  y,  por  otra  parte,  para  destinar  los
recursos vía  presupuesto.  Todo ello,  teniendo presente  que es  necesario
aumentar los recursos que se destinan a las regiones mineras.

En  la  siguiente  reunión  de  la  Comisión,  el
Vicepresidente Ejecutivo de Codelco, señor Juan Pablo Arellano, se refirió a
los planes de inversión de la empresa, distinguiendo entre las inversiones en
El Salvador y las inversiones generales.

Con respecto a las primeras, manifestó que parte
de la reinversión de mil millones de dólares que considera este proyecto será
destinada a la División El Salvador. Agregó que se había proyectado cerrar la
línea  de  producción  de  óxidos  y  sulfuros  entre  2008  y  2009,  pero  que
producto de nuevos trabajos ellas se extendieron hasta el año 2011. Destacó
que se ha aumentado la producción a veinte mil  toneladas y se proyecta
llegar a las sesenta mil, y que esperan disminuir el costo unitario del cátodo a
la mitad para este año.

Indicó que se han comprado equipos nuevos, como
camiones y otros, por la vía del arrendamiento, por el periodo que resta para
agotar los recursos, tanto en la mina abierta como en la subterránea.

En relación con el futuro de la refinería y fundición
de Potrerillos, señaló que estará más exigida porque se traerán minerales
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desde  otros  yacimientos.  Precisó  que,  para  este  año,  se  invertirán  cinco
millones de dólares en captación de gases y cuatro millones de dólares en la
refinería.

En materia de proyectos mineros, destacó que el
proyecto San Antonio es el más importante del complejo. Explicó que es un
plan antiguo que no se había explotado, y que ahora se busca desarrollar
rápidamente. Añadió que actualmente se están terminando los estudios de
pre-factibilidad para comenzar los de factibilidad.

Agregó  que  este  proyecto  es  pequeño  para  los
niveles que maneja la empresa, ya que es de mediana minería, pero que se
decidido  explotar  teniendo  en  cuenta  el  significado  que  tiene  para  la
comunidad y  la  proximidad con las  instalaciones actuales.  En todo caso,
señaló que permitirá producir alrededor de treinta mil toneladas anuales por
espacio de unos veinticinco años más.

Informó que el citado proyecto tendrá una inversión
total  de doscientos millones de dólares, inicialmente se concentrará en la
producción de óxidos y se espera poder extenderla a la denominada “mina
vieja”, que contiene sulfuros. Agregó que la puesta en marcha del proyecto
está prevista para el  año 2011. Puntualizó que este año se han invertido
ocho millones de dólares en sondajes, que constituye la parte más costosa
del proceso, y que en la división Salvador, en su conjunto, se invertirán más
de veinte millones de dólares este año.

Manifestó que el otro proyecto importante para El
Salvador es Inca de Oro, que también es de mediana minería, el  cual es
ideal que sea operado por una empresa de menor tamaño. Por ello, informó
que  se  llamó a  una  licitación  para  su  explotación;  sin  embargo,  la  crisis
económica  paralizó  el  proceso.  No  obstante,  Codelco  ha  continuado
haciendo los estudios de ingeniería y los sondajes, a la espera de un cambio
en la situación económica mundial, pero a la vez sin que se pierda tiempo en
su puesta en marcha, es decir realizando los estudios que cualquier empresa
que la asuma debería también hacer.

Los  Honorables  Senadores  señores  Núñez  y
Prokurica  consultaron acerca de la  razón por  la  cual  Codelco  no explota
directamente el yacimiento Inca de Oro.

El  señor  Arellano  contestó  que  como  es  un
proyecto mediano es más eficiente que sea explotado por una empresa de
envergadura  más  pequeña,  ya  que  el  mencionado  proyecto  no  tiene
sinergias  con  El  Salvador,  por  tanto,  se  puede  separar.  Puntualizó  que
Codelco  es  una  empresa  diseñada  para  la  gran  minería  y  todos  sus
esfuerzos, sus recursos humanos y físicos y los procedimientos empleados
se enfocan en ese sentido. Agregó que el compromiso de Codelco con la
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División, es que económicamente sea rentable para generar actividad en la
III Región.

Posteriormente,  el  Honorable  Senador  señor
Núñez preguntó acerca de la ley que tiene el yacimiento Inca de Oro.

El  señor  Arellano  respondió  que  el  porcentaje
promedio en los óxidos es de 0,8 y en los sulfuros de 0,5, en tanto que en
San Antonio es de 0,53. Informó que la ley promedio de los yacimientos que
explota CODELCO fue de 0,78 el año anterior, pero hay que considerar que
a principio de los años noventa era de 1,3.

Informó que en El  Salvador se espera que en el
futuro haya nuevas tecnologías para explotar minerales de bajas leyes. En
este aspecto, informó que Codelco está a la cabeza en la investigación de
nuevas tecnología de biolixiviación. Añadió que el cierre de faenas de la línea
de óxidos y sulfuros ha obligado a efectuar provisiones en el presupuesto, al
igual que en todas las Divisiones, aunque en este caso en menos tiempo por
la inminencia del cierre.

En  lo  que  dice  relación  con  las  inversiones
generales de CODELCO, presentó los siguientes antecedentes:

Proyectos: Puesta en Operación en el Corto Plazo
Gaby PDA Fase I Sulfuros RT Pilar Norte

Inversión  estimada
(MUS$) (*)

1.268 989 382 133

Capacidad  de
producción a régimen

125.000 tpd;

170.000 tmfa

94.500 tpd**;

30.000 tmfa

Alrededor

100.000 tpd;

160.000 tmfa

17.000 tpd;

55.000 tmfa

Fecha  Estimada  de
Puesta en Marcha

Mayo, 2008 1erT, 2010 2d°T, 2010 1erT, 2010

Avance a la fecha
(etapa  en  que  se
encuentra)

En operación En construcción En construcción En construcción
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Proyectos estructurales de futuro

Mina Ministro Hales PDA Fase II Nuevo Nivel
Mina

Chuquicamata
Subterránea

Inversión estimada
(MUS$) (*)

1.728 4.800 1.480 1.800

Capacidad de 
producción a 
régimen

170.000 tmfa 350.000 tmfa 430.000 tmfa 340.000 tmfa

Fecha Estimada de
Puesta en Marcha

2013 2015 2017 2018

Avance a la fecha 
(etapa en que se 
encuentra)

Prefactibilidad
concluida

Prefactibilidad
concluida

Prefactibilidad
concluida

Estudio de
Prefactibilidad

(*): Inversiones en preproducción.

A  continuación,  el  Ministro  de  Hacienda,  señor
Andrés Velasco, vinculó este proyecto de ley con el acceso de Chile a la
OCDE.  Recordó  que  Chile  fue  invitado  junto  a  otros  tres  países,  Rusia,
Estonia e Israel, a postular su ingreso a dicha entidad, de ellos, Chile es el
único que tiene perspectivas reales de ser incorporado, con lo cual sería el
segundo país latinoamericano en hacerlo, después de México.

Agregó  que  estuvo  en  Chile  una  misión  de  la
OCDE y hay cuatro áreas en las que exigen avances, entre ellas está el
avance  en  la  regulación  de  los  gobiernos  corporativos  de  las  empresas
públicas, a fin de que se ciñan a los estándares OCDE. Añadió que para que
Chile sea considerado en la reunión de la citada entidad en diciembre del
presente año, estos proyectos deben ser ley antes de agosto próximo.

A  continuación,  respondió  a  algunas  de  las
inquietudes planteadas anteriormente  por  los  Honorables  Senadores para
llegar a un acuerdo sobre el proyecto.

En  lo  que  respecta  a  las  futuras  inversiones  de
Codelco,  señaló  que  el  tema  fue  ampliamente  abordado  por  el
Vicepresidente Ejecutivo de la empresa, señor Arellano.

En  lo  que  dice  relación  con  el  10%  de  la  Ley
Reservada  del  Cobre,  señaló  que  hay  un  compromiso  del  Gobierno  de
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presentar un proyecto sobre dicha materia durante el segundo semestre de
este año, garantizando, además, los recursos para la defensa.

En tercer lugar, acerca de la fiscalización a la que
estará  sometida  CODELCO,  se  presentó  una  indicación  que  recoge  las
inquietudes planteadas tanto por esta Comisión, como por el señor Contralor
General de la República, en la que se elimina el término exclusividad y se
hace referencia al sistema vigente en el decreto ley N° 1.349.

Finalmente,  en  lo  que  se  refiere  al  Fondo  de
Innovación  Tecnológica  (FIT),  aunque  no  dice  relación  directa  con  este
proyecto, manifestó que está de acuerdo en que en un sistema de innovación
debe haber recursos para las regiones mineras.

Agregó que aunque no ha participado directamente
en las reuniones de las Comisiones unidas 2, entiende que hubo en ella un
acuerdo en que participó la señora Subsecretaria de Hacienda, en la que se
acordó  separar  ambos  temas,  por  una  parte  la  institucionalidad  en
innovación, que es otro de los temas planteados por la OCDE, y por otra
parte,  otro proyecto que aborde el financiamiento, aplicando los principios
para  que  haya  una  distribución  que  permita  la  innovación  en  regiones  y
particularmente en las regiones mineras. Indicó que el detalle de las cifras
deberá discutirse en esa instancia.

El Honorable Senador señor Orpis manifestó que
en este caso los principios orientadores no han funcionado en la práctica.
Agregó que se trata de recursos no renovables, y se ha discriminado a las
regiones mineras en el reparto que se ha hecho de los fondos derivados del
impuesto específico a la minería, en tres ejecuciones presupuestarias.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que
no ha habido una buena opinión de la distribución hasta ahora, y ese es un
tema que comprometió con la Comisión el ex Ministro de Hacienda, señor
Nicolás Eyzaguirre, y por ese compromiso dio su voto al impuesto específico,
pero nada de eso se ha cumplido.

Por su parte, el  Honorable Senador señor Núñez
indicó que con este compromiso se volvería al origen del royalty, que no es
tal, sino un impuesto específico a la actividad minera, porque si fuera royalty
no se producirían estos problemas y se tendría claridad respecto de las cifras
a asignar. Precisó que, al ser impuesto, se recauda centralmente y no hay
forma de asegurar que vaya realmente a las regiones mineras, en cambio en
el royalty, el cálculo era mecánico.

2 Comisiones de Educación,  Ciencia  y  Tecnología,  de Minería  y  Energía  y,  Especial  de
Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas.
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El Ministro de Minería, señor González, acotó que
se encuentran ejecución proyectos de investigación en zonas mineras, por
medio de fondos INNOVA-CORFO.

A fin de formalizar los compromisos a que se llegó
entre  los  Honorables  Senadores miembros de la  Comisión  y  los  señores
Ministros  de  Hacienda  y  de  Minería,  se  redactó  un  Acuerdo  que  es  del
siguiente tenor:

1)  Ratificar el acuerdo de las Comisiones unidas
de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Minería y Energía y Especial de
Ciencia y Tecnología e innovación del Senado, en el proyecto de ley que
crea el Fondo de Innovación y Competitividad, para que éste se tramite con
mayor  celeridad  y  se  divida  en  dos  proyectos  de  ley.  El  primero,  que
contempla la institucionalidad para la innovación y, el otro, que provee de los
recursos  para  el  fomento  de  esta.  Para  lo  anterior,  el  Ejecutivo  ha
comprometido el ingreso de indicaciones en el menor plazo posible.

2) Despachar en el corto plazo ambos proyectos
de ley, de manera de asegurar que Chile tenga un sistema de innovación, y
su  respectivo financiamiento,  que garanticen la  investigación  y  desarrollo,
nuevas  tecnologías,  el  crecimiento  y  el  empleo.  Para  estos  efectos,  el
Ejecutivo se compromete a, una vez ingresadas las indicaciones respectivas,
poner urgencia “simple” a ambos proyectos de ley.

3)  Incorporar  un  mecanismo  de  asignación  de
dichos recursos que contemple  aportes  a  las  regiones,  teniendo especial
consideración por las regiones mineras. Dicho mecanismo permitirá que en
las regiones mineras se desarrollen, por la vía de la innovación, actividades
económicas que reemplacen, en el largo plazo, la explotación de los recursos
no renovables como fuente de dinamismo y creación de empleo.

4)  Para  lo  anterior,  el  Ejecutivo  revisará  los
criterios acordados en el protocolo de acuerdo del año 2005 suscrito entre el
Gobierno y las Comisiones de Economía y Minería y Energía de la Cámara
de  Diputados,  por  el  cual  se  asignaban  los  recursos  del  fondo  que  se
destinan a regiones. Esta revisión se materializará en la discusión que tendrá
lugar en el seno de las Comisiones Unidas de Educación, Cultura, Ciencia y
Tecnología,  Minería  y  Energía  y  Especial  de  Ciencia  y  Tecnología  e
Innovación del Senado.

En la votación general los Honorables Senadores
fundamentaron su voto de la siguiente forma:

El Honorable Senador señor Bianchi manifestó su
satisfacción con el acuerdo alcanzado. Asimismo, valoró la disposición de los
señores  Ministros  de Hacienda  y  de  Minería  para  revisar  los  criterios  de
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distribución de los fondos del royalty a las regiones. Al respecto, propuso la
creación de un Fondo Regional, que podría tener características similares a
los del FONDEMA.

Por su parte,  el  Honorable Senador señor Orpis
señaló que este proyecto de gobierno corporativo de Codelco es sumamente
importante para la modernización de la empresa.

Respecto al Fondo de Innovación, recordó que las
experiencias que ha vivido el país con relación al salitre, hierro y carbón, no
deben volver a repetirse. Agregó que, por ello, hay que crear las condiciones
que permitan generar en las zonas mineras un desarrollo futuro, distinto del
basado en la explotación de recursos no renovables.

A  su  vez,  el  Honorable  Senador  señor  Núñez
expresó su conformidad con el  compromiso asumido por los Ministros de
Hacienda y de Minería, pues claramente recogen los cuatro planteamientos
formulados por la Comisión. Con relación a los fondos del FIC recordó que
ha  planteado  que  un  porcentaje  adecuado  para  distribuir  a  las  regiones
mineras sería de un 40%.

Indicó que para que no se produzca la situación
que en pasadas épocas afectó  al  país  por  el  salitre,  hierro  y  carbón,  es
necesario diversificar la inversión productiva. Para tal efecto, señaló que la
generación de un desarrollo tecnológico, en base a los recursos del royalty,
es sumamente importante. Asimismo, propuso que se estudien los recursos
no  metálicos,  como el  litio,  por  la  importancia  que  podrían  tener  para  el
desarrollo económico del país.

Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica
señaló que votaría favorablemente el proyecto en estudio por el cambio que
se genera en la dirección de Codelco. No obstante, manifestó que no creía
que el acuerdo fuera a ser cumplido por el Ejecutivo, pues reiteradamente no
ha cumplido con sus compromisos en estas materias.

En votación general el proyecto, la Comisión lo
aprobó  por  la  unanimidad  de  sus  miembros  presentes,  Honorables
Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

- - -
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DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, la Comisión procedió a discutir el
proyecto en particular.

ARTÍCULO 1°
Número 1)

Su  letra  c)  señala  que  Codelco  se  someterá
exclusivamente  a  la  fiscalización  de  la  Superintendencia  de  Valores  y
Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin
perjuicio de las atribuciones de la Comisión Chilena del Cobre.

S.E.  la  Presidenta  de  la  República  presento
indicación para reemplazar la letra c), del número 1), por la siguiente:

“c)  Intercálase  entre  la  expresión  “duración
indefinida,” y “que se relacionará”, lo siguiente: “sometida a la fiscalización de
la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las
sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley
Nº 1.349, de 1976, que crea la Comisión Chilena del Cobre, y”.

Esta indicación fue presentada por el Ejecutivo a
solicitud de los miembros de la Comisión, a fin de dejar absolutamente claro
que la Contraloría podrá seguir fiscalizando en los mismos términos que lo
hace actualmente.

Sometida  a  votación  la  indicación  del
Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes
de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y
Prokurica.

El  resto  de  las  letras,  a),  b),  d)  y  e)  del  N°  1,
disponen cambios de redacción y que la empresa se  regirá por las normas
de la presente ley y por la de sus Estatutos y, en lo no previsto en ellas y en
cuanto fuere compatible y no se oponga con lo dispuesto en dichas normas,
por  las  normas  que  rigen  a  las  sociedades  anónimas  abiertas  y  por  la
legislación común, en lo que le sea aplicable. Sin perjuicio de las facultades
fiscalizadoras de la Cámara de Diputados.

Posteriormente, se aprobaron las letras a), b),
d) y e) del número 1), por la misma votación anterior.
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Números 2) y 3)

Dispone modificaciones, el número 2) para eliminar
en el artículo 6°, del decreto ley N° 1.350, la expresión “conjunto, reservado
y”, y reemplazar la expresión “de los Ministerios de Minería y Hacienda”, por
la siguiente: “del Ministerio de Hacienda”. A su vez, el número 3) elimina del
artículo  7°,  del  decreto  ley  antes  citado,  la  expresión  “y  a  su  Presidente
Ejecutivo”, y agrega, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto
seguido,  la  siguiente  oración:  “A  los  directores  les  serán  aplicables  las
normas  sobre  derechos,  obligaciones,  responsabilidades  y  prohibiciones
establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la
presente ley.”.

Los números 2) y 3) del ARTÍCULO 1°, fueron
aprobados,  por  la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la
Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Bianchi,  Orpis,  Núñez  y
Prokurica.

Número 4)

Establece  la  forma en que estará  compuesto  el
directorio.

La  Comisión  acordó,  en  virtud  del  artículo  121,
inciso final, del Reglamento del Senado, sustituir en el inciso segundo del
artículo  8°  propuesto,  los  vocablos  “de  éste”  por  la  expresión  “del  inciso
precedente”.

El número 4) del ARTÍCULO 1°, fue aprobado,
con  la  enmienda  propuesta,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Bianchi,
Orpis, Núñez y Prokurica.

Número 5)

Incorpora  los  artículos  8  A,  8  B  y  8  C,  que
establecen  los  requisitos  que  deben  cumplir  los  directores  para  ser
nombrados;  las  inhabilidades  de  ellos,  y  las  causales  de  cesación  en  el
cargo, respectivamente.

La  Comisión  acordó,  en  virtud  del  artículo  121,
inciso final, del Reglamento del Senado, reemplazar, en la letra a) del artículo
8° A propuesto, la frase “de la Ley de Quiebras” por “del Libro IV del Código
de Comercio”.

El número 5) del ARTÍCULO 1°, fue aprobado,
con  la  modificación  propuesta,  por  la  unanimidad  de  los  miembros
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presentes  de  la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores  Bianchi,
Orpis, Núñez y Prokurica.

Números 6), 7), 8), 9), 10), 11) y 12)

Regulan  las  facultades  del  directorio;  la
responsabilidad  y  atribuciones  del  Presidente  Ejecutivo;  la  aprobación  y
modificación de los Estatutos de la empresa; el ejercicio de las atribuciones y
funciones que la ley N° 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de
Accionistas; presupuestos, y normas de adecuación, respectivamente.

En votación los números 6), 7), 8), 9), 10), 11) y
12)  del  ARTÍCULO  1°,  fueron  aprobados  por  la  unanimidad  de  los
miembros presentes de la  Comisión,  Honorables  Senadores  señores
Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

ARTÍCULO 2°

La  disposición  modifica  la  ley  N°  19.137,  que
establece  normas  sobre  pertenencias  mineras  de  Codelco  Chile  que  no
forman parte de yacimientos en actual explotación, a fin de dar cuenta de la
eliminación de la participación en el directorio de la empresa de los Ministros
de Hacienda y de Minería.

Sometido  a  votación  el  ARTÍCULO  2°,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°

Dispone que las modificaciones introducidas por la
ley comiencen a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el cual se
cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial.

En  votación  el  artículo  1°  transitorio,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

Artículo 2°

Establece que mientras no se encuentre constituido
el directorio de la empresa, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, su
administración continuará radicada en su actual directorio y en su Presidente
Ejecutivo.
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Asimismo,  norma  el  plazo  para  designar  a  los
directores de la compañía, de conformidad con la nueva ley.

El artículo 2° transitorio,  fue aprobado por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

Artículo 3°

Dispone  que,  para  los  efectos  de  la  renovación
parcial del directorio a que se refiere el artículo 8°, introducido por el numeral
4) del artículo 1° de la presente ley, los miembros del primer directorio de la
empresa durarán en sus cargos el número de años que indica, sin perjuicio
de que puedan ser designados por nuevos períodos.

En  votación  el  artículo  3°  transitorio,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

Artículo 4°

Establece  que,  para  los  efectos  del  primer
nombramiento del directorio de la empresa, el  Presidente de la República
nombrará a los cuatro directores a los que se refiere la letra c) del artículo 8°
introducido por esta ley, a partir de una quina propuesta por el Consejo de
Alta  Dirección  Pública  con  el  voto  favorable  de  cuatro  quintos  de  sus
miembros. Añade que la referida quina deberá ser presentada por el Consejo
de  Alta  Dirección  Pública  al  Presidente  de  la  República  dentro  de  los
cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley
en el Diario Oficial.

El artículo 4° transitorio,  fue aprobado por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

Artículo 5°

Señala que, en tanto no se determinen las nuevas
remuneraciones  de  los  directores,  ellos  percibirán  una  remuneración
mensual  equivalente  a  la  de  los  Ministros  de  Estado,  incluidas  las
asignaciones que a éstos correspondan.

En  votación  el  artículo  5°  transitorio,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.
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Artículo 6°

Dispone que el reglamento a que se refiere la letra
c) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1°, deberá dictarse
dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de su publicación en
el Diario Oficial.

La  Comisión  acordó,  en  virtud  del  artículo  121,
inciso final, del Reglamento del Senado, sustituir  la referencia a la letra “c)”
por la letra “b)”.

El artículo 6° transitorio, fue aprobado, con la
enmienda propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de
la Comisión,  Honorables Senadores señores Bianchi,  Orpis,  Núñez y
Prokurica.

Artículo 7°

Autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  que,
mediante  uno  o  más  decretos  expedidos  bajo  la  fórmula  “por  orden  del
Presidente de la República”, efectúe durante los doce meses siguientes a la
publicación de la  presente ley,  un aporte  extraordinario  de capital  por  un
monto de hasta 1.000 millones de dólares a la  Corporación Nacional  del
Cobre de Chile. Agrega que el mayor gasto que demande dicho aporte se
financiará con recursos del Fondo de Estabilización Económica y Social y los
recursos se  transferirán  a  través  de  la  partida  presupuestaria  del  Tesoro
Público.

En  votación  el  artículo  7°  transitorio,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Núñez y Prokurica.

- - -
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MODIFICACIONES

En  conformidad  con  los  acuerdos  adoptados,
Vuestra Comisión tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones
al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

ARTÍCULO 1°
Número 1)

- Reemplazar su letra c), por la siguiente:

“c)  Intercálase  entre  la  expresión  “duración
indefinida,” y “que se relacionará”, lo siguiente: “sometida a la fiscalización de
la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las
sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley
Nº 1.349, de 1976, que crea la Comisión Chilena del Cobre, y”. (Unanimidad
4x0)

Número 4)

-  Sustituir  en  el  inciso  segundo  del  artículo  8°
propuesto, los vocablos “de éste” por la expresión “del inciso precedente”.
(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Número 5)

-  Reemplazar,  en  la  letra  a)  del  artículo  8°  A
propuesto, la frase “de la Ley de Quiebras” por “del Libro IV del Código de
Comercio”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del
Senado)

Artículo 6° transitorio

- Sustituir la referencia a la letra “c)” por la letra
“b)”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

- - -
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TEXTO DEL PROYECTO

En  virtud  de  las  modificaciones  anteriores,  el
proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO  1°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones en el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación
Nacional del Cobre de Chile: 

1) Modifícase el artículo 1° del siguiente modo: 

a)  Intercálase  entre  las  palabras  “expresión”  y
“CODELCO CHILE”, las palabras “CODELCO o”. 

b) Sustitúyese la expresión “el departamento” por la
siguiente: “la comuna”. 

“c)  Intercálase  entre  la  expresión  “duración
indefinida,”  y  “que  se  relacionará”,  lo  siguiente:  “sometida  a  la
fiscalización  de  la  Superintendencia  de  Valores  y  Seguros  en  los
mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio
de lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.349, de 1976, que crea la Comisión
Chilena del Cobre, y”.

d)  Elimínase  la  expresión  “y  se  regirá  por  las
normas del presente decreto ley, las de sus Estatutos y por las disposiciones
de derecho común en cuanto fueren compatibles con lo dispuesto en estas
normas”. 

e)  Agréganse  los  siguientes  incisos  segundo  y
tercero: 

“CODELCO se regirá por las normas de la presente
ley y por la de sus Estatutos y, en lo no previsto en ellas y en cuanto fuere
compatible  y  no  se  oponga  con  lo  dispuesto  en  dichas  normas,  por  las
normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación
común, en lo que le sea aplicable. 

Lo dispuesto en el inciso primero será sin perjuicio
de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, en cumplimiento
de sus atribuciones constitucionales.”.
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2) Elimínase del artículo 6° la expresión “conjunto,
reservado y”,  y reemplázase la expresión “de los Ministerios de Minería y
Hacienda”, por la siguiente: “del Ministerio de Hacienda”.

3)  Elimínase del  artículo  7°  la  expresión  “y  a  su
Presidente Ejecutivo”, y agrégase, a continuación del punto aparte que pasa
a  ser  punto  seguido,  la  siguiente  oración:  “A  los  directores  les  serán
aplicables  las  normas  sobre  derechos,  obligaciones,  responsabilidades  y
prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo
dispuesto en la presente ley.”.

4) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente: 

“Artículo 8°.- El directorio estará compuesto de la
siguiente forma: 

a) Cuatro directores nombrados por el Presidente
de la República.

b)  Un director  elegido  por  los trabajadores de la
Empresa, por mayoría absoluta de los votos emitidos, cuyo nombramiento lo
efectuará el Presidente de la República. Las normas necesarias para regular
la  elección  y  nombramiento  de  este  director  se  establecerán  en  un
reglamento  que  para  estos  efectos  se  dicte  por  decreto  supremo  del
Ministerio de Minería.

c) Cuatro directores nombrados por el Presidente
de la  República,  a  partir  de  una terna propuesta  para  cada cargo por  el
Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de
sus miembros. El nombramiento será por pares, debiendo el Presidente de la
República nombrarlos simultáneamente. Los candidatos a director no podrán
ser  incluidos  en  más  de  una terna.  El  Presidente  de la  Republica  podrá
rechazar  por  una vez cada  terna,  en  cuyo  caso  la  terna no objetada  se
deberá tener por rechazada para los efectos de este número. Las ternas
deberán  ser  presentadas  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección  Pública  al
Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días
a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del
director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este
artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo de la Alta Dirección
Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de
candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación
de  una  empresa  de  reconocido  prestigio  internacional  en  materia  de
selección  de  directivos,  la  que  deberá  proponerle  a  dicho  Consejo  una
nómina de posibles candidatos a director de la empresa.

Aquellas personas que hubieren sido designadas
directores  de conformidad con lo  previsto  en las letras a)  y  b)  del  inciso
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anterior deberán, antes de asumir el cargo, presentar una declaración jurada
en  la  que  declaren  no  encontrarse  afectos  a  las  incompatibilidades  e
inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de
la letra c)  del inciso precedente, dicha declaración deberá presentarse al
Consejo  de Alta  Dirección  Pública.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  todos los
directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio
e intereses a que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.

Los directores durarán cuatro años en sus cargos y
podrán ser designados por nuevos períodos. El directorio se renovará por
parcialidades  y  no  podrá  ser  revocado  en  su  totalidad.  Si  alguno  de  los
directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo,
se procederá a designar, por el período restante, a el o los nuevos directores
que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual
deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el
director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se
refiere la letra a), b) o c) del inciso primero precedente. El Consejo de Alta
Dirección Pública, en este último caso, deberá presentar al Presidente de la
República la terna a la que se refiere la letra c) de este artículo, dentro del
plazo  de  treinta  días  contado  desde  la  fecha  en  la  que  el  director
correspondiente hubiere cesado en el cargo.

El Presidente de la República designará, de entre
los directores, al  Presidente del directorio.  En su ausencia, asumirá como
presidente de éste uno de los directores elegido por el propio directorio de
entre los señalados en la letra a) de este artículo. 

El directorio podrá sesionar con la asistencia de a
lo menos siete de sus miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría
absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto
de quien presida la sesión.

Los  directores  deberán  abstenerse  de  votar  en
aquellos casos en que, conforme a las normas aplicables a las sociedades
anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos, se entenderá que el
director al que se refiere la letra b) del inciso primero de este artículo actúa
en  representación  de  los  trabajadores  de  la  Empresa  y  que,  en
consecuencia,  tiene  interés  en  los  actos,  contratos  o  negociaciones
atingentes a los mismos.

Los  directores  tendrán  derecho  a  una
remuneración, la que será establecida por el Ministerio de Hacienda. Para
determinar dichas remuneraciones, el Ministro de Hacienda podrá considerar
la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá
estar  integrada  por  tres  personas  que  hayan  desempeñado  el  cargo  de
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Ministro  de  Hacienda  o  de  Director  de  Presupuestos  o  de  Presidente
Ejecutivo  de  la  Empresa.  Dicha  comisión  deberá  formular  la  referida
propuesta considerando las remuneraciones que para cargos similares se
encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo
incluir, en las remuneraciones que se propongan, componentes asociados a
la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de
metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de
desempeño de la Empresa.”.

5)  Agréganse,  a  continuación  del  artículo  8°,  los
siguientes artículos 8° A, 8°B y 8 C: 

“Artículo  8°  A.-  Sólo  podrán  ser  nombrados
directores de CODELCO las personas que cumplan,  a  lo menos, con los
siguientes requisitos: 

a)  No  haber  sido  condenado  ni  encontrarse
acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua
para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido, ni
haber  sido  administrador  o  representante  legal  de  personas  fallidas
condenadas  por  los  delitos  de  quiebra  culpable  o  fraudulenta  y  demás
establecidos  en  los  artículos  232  y  233  del  Libro  IV  del  Código  de
Comercio;

b) Estar en posesión de un título profesional de una
carrera  de,  a  lo  menos,  diez  semestres  de  duración,  otorgado  por  una
universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un
título  de  nivel  equivalente  otorgado  por  una  universidad  extranjera,  y
acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o
no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas
públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en
servicios públicos. Este requisito no será aplicable para el caso en que el
director a que se refiere la letra b), del artículo 8º, sea un trabajador de la
empresa, y

c)  Poseer  antecedentes  comerciales  y  tributarios
intachables.

Artículo 8° B.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo  anterior,  no  podrán  ser  nombrados  directores  de  CODELCO,
exclusivamente, las personas que se indican a continuación:

a) Los senadores y diputados.

b) Los ministros y subsecretarios de Estado y los
demás funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

67



c)  Los  jefes  de  servicio,  el  directivo  superior
inmediato que deba subrogarlo y aquellos funcionarios de grado equivalente.

d)  Los  presidentes,  vicepresidentes,  secretarios
generales o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o
comunales  de  los  partidos  políticos  y  de  las  organizaciones  gremiales  y
sindicales, salvo en el caso del director señalado en la letra b) del artículo 8°
respecto de las organizaciones gremiales y sindicales de la Empresa.

e) Los alcaldes, concejales y los miembros de los
consejos regionales.

f)  Los  candidatos  a  alcalde,  concejal,  o  a
parlamentario  por  las  comunas,  distritos  electorales  o  circunscripciones
senatoriales,  según  corresponda,  donde  opera  la  Empresa,  desde  la
declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha
de la respectiva elección.

g) Los funcionarios de los ministerios de Hacienda
y Minería,  de  la  Superintendencia  de Valores  y  Seguros,  de la  Comisión
Chilena del Cobre.

h)  Los  funcionarios  públicos  que  ejercen
directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control en
relación con CODELCO.

Se considerará  causal  de  incompatibilidad de  un
director  el  que  adquiera  cualquiera  de  las  calidades  señaladas  en  este
artículo o cualquiera de las indicadas en la letra a) del artículo precedente, o
si incumple lo dispuesto en la letra c) del mismo artículo.

Artículo  8°  C.-  Únicamente  serán  causales  de
cesación en el cargo de director las siguientes: 

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

b)  Renuncia  presentada  ante  el  directorio  de  la
Empresa.

c)  Incapacidad  legal  sobreviniente  para  el
desempeño del cargo.

d)  Incurrir  en  alguna  causal  de  inhabilidad  o
incompatibilidad.

e)  Inasistencia  injustificada  a  cuatro  o  más
sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.

68



f) Haber incluido maliciosamente datos inexactos o
haber  omitido  maliciosamente  información  relevante  en  cualquiera  de  las
declaraciones  de  patrimonio  o  intereses,  o  en  la  declaración  jurada  de
incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 8° de esta
ley.

g)  Haber  intervenido  o  votado  en  acuerdos  que
incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el
tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un
interés de carácter patrimonial.

h)  Haber  votado  favorablemente  acuerdos  de  la
Empresa  que  impliquen  un  grave  y  manifiesto  incumplimiento  de  los
Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable a la Empresa y,o le
causen un daño significativo a ésta.

La remoción de los directores designados conforme
a lo establecido en las letras b) y c) del artículo 8° de esta ley que hubieren
incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f) o g) anteriores
deberá  ser  declarada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  la  que
resolverá en sala y en única instancia,  a requerimiento interpuesto por el
Presidente de la República o por cuatro directores de la Empresa, el  que
deberá ser fundado.  El antedicho requerimiento tendrá preferencia para su
vista y fallo y la sentencia deberá dictarse dentro del término de treinta días
hábiles contados desde la vista de la causa. Mientras se encuentre pendiente
la  resolución  del  tribunal,  éste  podrá  decretar  la  suspensión temporal  del
director afectado en las funciones que le correspondan en virtud de su cargo.
Una  vez  ejecutoriado  el  fallo  que  hubiere  acogido  el  requerimiento
interpuesto,  el  director afectado cesará inmediatamente en sus funciones,
debiendo el tribunal, en caso de ser procedente, remitir los antecedentes al
tribunal que corresponda, con el objeto de hacer efectiva la responsabilidad
civil o penal que fuere procedente.

Los  directores  designados  de  conformidad  a  lo
establecido en la letra a) del artículo 8° de esta ley que hubieren incurrido en
alguna de las  causales  de  las  letras  c),  d),  e),  f)  o  g),  anteriores,  serán
removidos,  por  el  Presidente  de  la  República,  quien  deberá  fundar  la
remoción en la causal correspondiente. 

Cualquiera de los directores que hubiere incurrido
en la causal de la letra h) será removido, fundadamente, por el Presidente de
la República.”. 

6) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:
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“Artículo 9°.- El directorio estará investido de todas
las facultades de administración y disposición que la ley o el  Estatuto no
establezca como privativas  del  Presidente de la  República  conforme a  lo
establecido en el artículo 11° A de la presente ley, todo ello sin perjuicio de
las facultades que le competen al Presidente Ejecutivo. Para estos efectos, y
sin que la siguiente enumeración importe limitación alguna, además de las
facultades ordinarias de administración, el directorio podrá:

a) Designar y remover al Presidente Ejecutivo.

b) Aprobar, antes del 30 de enero de cada año, el
Plan de Negocios y Desarrollo de la Empresa para el próximo trienio. Este
Plan deberá incorporar los montos anuales de inversiones y financiamiento y
los excedentes anuales que se  estima que la  Empresa generará durante
dicho  trienio,  debiendo  darse  conocimiento  del  mismo  al  Ministerio  de
Hacienda.

c)  Aprobar  y  enviar  al  Ministerio  de  Hacienda,
dentro del plazo que este Ministerio establezca, la estimación fundada del
monto de los ingresos y excedentes que se trasferirán al Fisco en el ejercicio
presupuestario del año siguiente.

d) Elaborar el presupuesto anual de la Empresa y
sus eventuales modificaciones y someterlo a la aprobación del Ministro de
Hacienda.

e) Constituir un comité de directores que tendrá las
mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la
ley Nº 18.046.

El  comité  de  directores  estará  integrado  por  los
cuatro directores nombrados de conformidad con lo previsto en la letra c), del
artículo 8º de la presente ley.  En el evento que alguno de los directores a los
que se refiere la antedicha letra c) del artículo 8° de esta ley cesare en su
cargo antes de terminar su período, será reemplazado en sus funciones en el
comité de directores por otro director elegido por el directorio, el que durará
en sus funciones hasta que asuma como director el reemplazante.

f) Disponer el traspaso al Fisco de las utilidades en
conformidad  con  la  ley  y  acordar  el  traspaso  a  éste  de  los  fondos
acumulados.

g) Informar al Banco Central, a más tardar el día 1
de septiembre de cada año, de la estimación global anual y anticipada de los
gastos  en  moneda  extranjera  y  de  las  exportaciones  que  realizará  la
Empresa en el año siguiente.
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h)  Constituir,  participar  o  tomar  interés  en
corporaciones  y  sociedades,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  dentro  o
fuera del país, para el mejor logro de las metas de la Empresa, sin perjuicio
de  lo  dispuesto  en  el  decreto  ley  N°  1.167,  de  1975,  y  modificarlas,
disolverlas y liquidarlas. Las políticas de reparto de utilidades o dividendos de
dichas corporaciones y sociedades, y las modificaciones a dichas políticas,
deberán  ser  informadas  al  Ministerio  de  Hacienda  en  conjunto  con  el
presupuesto anual de la Empresa.

i) Disponer de las enajenaciones de activos y, con
sujeción a los presupuestos respectivos, acordar las adquisiciones de bienes
inmuebles, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.167, de 1975.

j) Autorizar la contratación de empréstitos internos
o externos, en moneda nacional o extranjera. Los créditos que la Empresa
contrate  deberán  ser  autorizados,  mediante  oficio,  por  el  Ministerio  de
Hacienda.  Tratándose  de  créditos  a  más  de  un  año  plazo,  se  requerirá
también dicha autorización para iniciar las gestiones correspondientes. 
La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley Nº
1.263,  de  1975,  rigiendo  al  respecto  el  procedimiento  de  autorización
señalado en el inciso anterior de esta letra.

k) Designar a las personas que serán propuestas
para ejercer los cargos de directores de las empresas filiales y coligadas,
debiendo observarse en dicha designación lo dispuesto en los artículos 8° A
y 8° B.”. 

7) Reemplázase el artículo 10°, por el siguiente:

“Artículo  10°.-  El  Presidente  Ejecutivo  es
responsable de ejecutar los acuerdos del directorio y de supervisar todas las
actividades productivas, administrativas y financieras de la Empresa, en la
forma en que establece esta ley. Al Presidente Ejecutivo le serán aplicables
las  normas  sobre  responsabilidad,  atribuciones,  deberes,  derechos,
prohibiciones,  inhabilidades  e  incompatibilidades  establecidas  para  los
gerentes  en  la  ley  Nº  18.046,  como  asimismo,  las  inhabilidades  e
incompatibilidades que establece la presente ley para los directores.

Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente Ejecutivo
tendrá las atribuciones que el directorio le delegue y las funciones que éste
determine.”. 

8) Reemplázase el artículo 11°, por el siguiente:

“Artículo 11°.-  El  Presidente de la República, por
decreto  supremo  conjunto  de  los  Ministerios  de  Minería  y  de  Hacienda,
aprobará y modificará los Estatutos de la Empresa.”.
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9) Agréganse, a continuación del artículo 11°, los
siguientes artículos 11° A y 11° B:

“Artículo 11° A.- En todo lo que no se oponga a los
términos de esta ley y a la naturaleza pública de la empresa, corresponderá
al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley
Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de Accionistas.

Artículo  11°  B.-  El  Presidente  de  la  República
podrá delegar, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se
refiere el artículo anterior, así como las demás establecidas en la presente
ley, en los Ministros de Hacienda y Minería conjuntamente. En el ejercicio de
dichas facultades y atribuciones, el Presidente de la República o los Ministros
de Hacienda y Minería, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos
o  entidades  del  sector  público,  los  que  para  este  sólo  efecto,  estarán
facultados para solicitar  de la  Empresa todos los antecedentes que sean
necesarios para tales fines.”.

10) Introdúcense las siguientes modificaciones en
la letra b), del artículo 13°:

a)  Intercálase  en  el  actual  párrafo  final,  entre  la
expresión “la Empresa” y “deberán contar con la evaluación”, lo siguiente: “y
sus filiales de giro minero en las que posea una participación superior al 65%
del capital”.

b) Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“En el presupuesto de inversiones se identificará el
monto  máximo  que  importe  el  arrastre  de  proyectos  para  anualidades
siguientes.”. 

11)  Elimínanse  en  el  artículo  24°,  la  palabra
“reservado” y la coma que la antecede.

12) Suprímese el artículo 28°.

ARTÍCULO 2°.- Modifícase el artículo 4° de la ley
Nº 19.137, de la siguiente forma: 

1)  Suprímese  la  expresión  “entre  los  cuales
deberán,  necesariamente,  contarse  los  de  los  Ministros  de  Minería  y  de
Hacienda” y la coma (,) que la antecede; y 
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2)  Reemplázase  la  expresión  “Ministerio  de
Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito,  además, por el  Ministro de
Minería”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la
presente ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el
cual se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 2°.- Mientras no se encuentre constituido el
directorio de CODELCO de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, su
administración continuará radicada en su actual directorio y en su Presidente
Ejecutivo, de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 1.350, de 1976, que
se  encontraban  vigentes  con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigencia  de  la
presente ley. 

La designación de los directores de CODELCO, de
conformidad con lo previsto en esta ley, deberá efectuarse dentro del plazo
de noventa días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario
Oficial, constituyéndose el nuevo directorio de la Empresa el mismo día de
entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo  3°.-  Para  los  efectos  de  la  renovación
parcial del directorio a que se refiere el artículo 8°, introducido por el numeral
4) del artículo 1° de la presente ley, los miembros del primer directorio de
CODELCO, designados de conformidad a lo dispuesto en esta ley, durarán
en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio
que podrán ser designados por nuevos períodos:

a) Los directores a que hace referencia la letra a)
del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día 11 de
mayo de 2010.

b) El director a que se refiere la letra b) del inciso
primero del artículo 8º durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2012.

c) Dos de los directores a que hace referencia la
letra c) del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día
11 de mayo de 2011. Los otros dos directores durarán en sus cargos hasta el
día 11 de mayo de 2013.

El  Presidente  de  la  República,  en  el  decreto  de
nombramiento  que corresponda,  deberá  indicar  quienes  de los  directores
nombrados son elegidos para cada uno de los períodos correspondientes.
Asimismo,  en  el  decreto  de nombramiento  respectivo  el  Presidente  de la
República designará al  director que se desempeñará como Presidente del
directorio.
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Artículo  4°.-  Para  los  efectos  del  primer
nombramiento del directorio de la Empresa al amparo de lo dispuesto en la
presente ley, el Presidente de la República nombrará a los cuatro directores
a los que se refiere la letra c) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del
artículo 1° de esta ley, a partir de una quina propuesta por el Consejo de Alta
Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros.
La referida quina deberá ser presentada por el  Consejo de Alta Dirección
Pública al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días
siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.  

Artículo 5°.- En tanto no se determinen las nuevas
remuneraciones  de  los  directores  de  CODELCO  de  conformidad  a  lo
dispuesto en el inciso final del artículo 8° introducido por el numeral 4) del
artículo 1° de la presente ley, los directores de la Empresa percibirán una
remuneración mensual equivalente a la de los Ministros de Estado, incluidas
las asignaciones que a éstos correspondan.

Artículo 6°.- El reglamento a que se refiere la letra
b) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente
ley, deberá dictarse dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha
de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo  7º.-  Autorízase  al  Ministro  de  Hacienda
para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden
del Presidente de la República”, efectúe durante los doce meses siguientes a
la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital por un
monto de hasta 1.000 millones de dólares a la  Corporación Nacional  del
Cobre de Chile. El mayor gasto que demande dicho aporte se financiará con
recursos del Fondo de Estabilización Económica y Social y los recursos se
transferirán a través de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

- - -
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Acordado en sesiones celebradas los días 8, 15 y
29  de  abril,  y  13  de  mayo  de  2009,  con  asistencia  de  los  Honorables
Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Carlos Bianchi
Chelech, José Antonio Gómez Urrutia, Ricardo Núñez Muñoz y Jaime Orpis
Bouchon.

Sala de la Comisión, a 15 de mayo 2009.

Julio Cámara Oyarzo
Secretario
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RESUMEN EJECUTIVO
INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, recaído en el proyecto
de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico
de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre
disposición de sus pertenencias mineras.

(Boletín Nº 4.901-08)

I. PRINCIPALES  OBJETIVOS  DEL  PROYECTO  PROPUESTO  POR  LA
COMISIÓN: perfeccionar  el  régimen  jurídico  de  administración  de  Codelco  y
continuar su proceso de modernización y de transparencia de la gestión.

II. ACUERDOS:  aprobado en general por la unanimidad de sus miembros
presentes  (4x0).  En  la  discusión  en  particular,  todos  las  modificaciones  se
adoptaron por la unanimidad de los miembros presentes (4x0).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN : dos
artículos permanentes y siete disposiciones transitorias.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: el artículo 8° C que se incorpora en
el número 5) del artículo 1° del proyecto, pues dice relación con la organización
y atribuciones de los tribunales de justicia,  por lo que debe ser aprobado con
carácter orgánico constitucional, en conformidad con lo dispuesto en el artículo
77 en relación con lo preceptuado en el  inciso segundo del artículo 66 de la
Constitución Política de la República.

V. URGENCIA: suma.

VI. ORIGEN E INICIATIVA:  Mensaje de S.E. la Presidenta de la República
enviado a la  Honorable Cámara de Diputados.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. APROBACIÓN  POR  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS :  aprobado  en
general y en particular por 75 votos a favor, 24 en contra y 2 abstenciones.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 18 de marzo de 2009.

X. TRÁMITE REGLAMENTARIO:  primer  Informe.  Pasa  a  la  Comisión  de
Hacienda.

XI. LEYES  QUE  SE  MODIFICAN  O  QUE  SE  RELACIONAN  CON  LA
MATERIA: decreto Ley Nº 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del
Cobre de Chile, y ley Nº 19.137, que establece normas sobre pertenencias mineras
de CODELCO-CHILE, que no forman parte de yacimientos en actual explotación.

       Valparaíso, 15 de mayo de  2009.

Julio Cámara Oyarzo
Secretario

76


